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PROLOGO 

El estudio que me he propuesto realizar es un análisis 

del procedimiento administrativo en relación con el respeto 

a las garantías individuales consagradas en los artículos 1~ 

y 16 constitucionales, tratando de enfocar a la administra -

ción pública en cuanto a su actividad, en el cumplimiento de 

sus objetivos de interés pÚblico con su carácter de unilate­

ralidad y legitimidad frente a los particularea dentro de 

su ~mbito de afectabilidad, y llevándose a cabo las formali­

dades esenciales del procedimiento que garanticen su legali­

dad para protecci6n·y seguridad de los administrados~ 

Este trabajo cpnsta de tres cap!tulos para una mejor 

comprensión de lo que es_y de su importancia en el campo 

del Derecho Administrativo. 

En el primer capítulo, están señalados brevemente los -

antecedentes histcSricos desde la aparición del vocablo "ac­

to administrativo" en la literatura Francesa como en nuastro 

derecho. 

En el segundo capítulo, analizo uno a uno los~ementos­

constitutivos y requisitos del acto administrativo. 

Siguiendo un orden, en el capítulo III me inclino al 

al~lisis del procedimiento para realizar el acto. 

Por Último, llegaremos a las conclusionese 



CAPITULO I.- EL ACTO ADMINISTRATIVO. 

G E N E R A L ! D A D E S. 

A) ANTECEDENTES HISTORICOS.-

"La concepción del término Acto Administrativo era pr~c­

ticamente desconocida antes de la Revolución Francesa. El 

primer texto legislativo francés que contiene una expresión 

próxima a la actual, es la del 16 Fructidor del año III,por 

el que se prohibfa a los tribunales judiciales el conocimien­

to de actos de administración de toda especie. A partir de 

ése entonces la expresión acto administrativo se incorpora a 

la literatura francesa, y es utilizada especialmente cuando­

se trata de ~eterminar la materia qua compete a lo conten -

cioso administrativo que en su consecuencia, escapa a la au­

toridc.d judicial." 

"Antes de conocerse la expresi6n acto administrativo 

se les llamaba, actos del rey, de la corona, o actos del 

fisco 11 • (l) 

11El Directorio por ley del 3 Germinal del año V esta ~ 

blecía que por operaciones del cuerpo administrativo y ac -

tos de la administración debían entenderse todas las opera­

ciones que se realizan por orden del gobierno, de sus agen­

tes inmediatos, bajo su vigilancia y con fondos proporcio­

nados por el tesoro público. 11 

"En los repertorios franceses editados antes de la Re­

volución no se encusntra la expresión acto administrativo. 

El repertorio Denisart en 1771 y el de Guyot en 178~ dan a 

la palabra acto un significado limitado al Derecho Civil y Pro-

(1) Manuel María Diéz, El Acto Administrativo, pág. 171·., 



cesal~'~. 

"Recién en el repertorio de Herlín, que editó en 1812, 

la cuarta edición del de Guyot, aparsce la voz acto adminis­

trativo, que definía como una ordenanza, una decisión de la 

autoridad administrativa, una acci&n, un acto de una adminis­

tración que tiene relación con sus funciones. 11 (2) 

El acto administrativo, como dijera Otto Mayar, cu~ple= 

una función análoga a la sentencia judicial; viene a ejecu;, 

tar la ley y se co~vierte en condici6n previa de toda opera­

ción material qua realiza la Administración. 

Precisa Jorge Olivara '.t:oro, que 11 Solo consideramos 

actos administrativos los producidos por una v!a de Derecho 

pÚblico o dentro de un r~gimen jur.Ídico excepcional, de pre­

rrogativa y en donde 'aparece la figura del Poder pÚblico, es 

el obrar soberano en ejercicio del Poder pÚblico, que abarca 

una posición coactiva, autoritaria o de prestación de servi­

cios o de bienes. " (3) 

Sin embargo, "hay quienes estiman iniJ.ecesaria y err6nea 

la aclaración de que el acto administrativo es efectuado en 

ejercicio de una potestad pÚblica y, por lo tanto que se 

excluyan los actos de Derecho privado como actos adminis ~ 

trativos y se conviertan en actos de "Derecho privado t1{4). 

Señalan, al efecto, que en cuanto a competencia, voluntad y 

forma es invariable la aplicación del Derecho pÚblico, no -

teniéndo el objeto del acto más que una trascendencia empi­

rica. 

(2) l'Íanuel Har!a Diéz. El Acto Administrativo, pliÍg. 171. 

(3) Jorge Olivera Toro. J.Ianual de Derecho Admvo. pág. 147. 

(l¡.) Agustín A. Gordillo, El Acto Admvo. Ed.l963. pág. 65'. 
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Uno de los problemas apasionantes del Derecho administra­

tivo es el que proviene del hecho de que la administración 

pÚblica use para el cnmplimiento de sus fines, tanto un Dere~ 

.choque le es propio, como del Derecho privado. 

Para determinar la competencia de los tribunaies adminis­

trativos y la de los de jurisdicción ordinaria, surgió la dis­

tinción entre actos de autoridad y actos de gestión; y como 

consecuencia de ello, se afirmó la teoría de la doble persona­

lidad estatal como poder sometido al régimen jurÍdico p6blico~ 

y como gestor sometido al Derecho privado. PosteriormentG a = 

pareció la célebre noción de servicio pÚblico y constituye 

cómodo criterio de distinción para las dos comp~tencias. gst~ 

noci6n, en su forma clásica, se encuantra en crisis y volva 

mos a afrontar el problema que se presenta con la utilización­

por parte de la administración pÚblica, de los medios juridi -

cos de Derecho pÚblico o de Derecho privado o un sistema mix -

to en que se aplique la primera rama para la competencia, for­

ma, etc. de la producci6n administrativa y la segunda rama en 

algunos casos, para el objeto de la actividad administrativa • 

Lo anterior nos hace pensar en la imposibilidad de la distin -

ci6n de las dos disciplinas y volver a repetir con Cantucci; 

11J~l excluir el ordenamiento jurídico vigente la existencia de· 

un lÍmite sustancial de aplicación del Derecho privado a la 

administración pÚblica, induce a considerar superada 1~ ªis -

tinción entre actividad pdblica y privada del Estado y a con­

firmar la existencia de una actividad Única admill1strat1va, -

capaz de diferenciarse en acti&idad de Dex•echo pÚblico y act:l.= 

vidad de Derecho Privado. 

En realidad podemos afirmar que no hay un criterio aprio­

ri para determinar cuándo una actividad administrativa 



está r~gida por un Derecho o por otro, lo importante es la 

rea lizaclón plena de las tareas administrativas. 

B) DIFERENTES ACEPCIONES DEL TEB~INO. 

No existe un criterio uniforme del concepto de acto - -

administrativo, la doctrina lo ha definido en forma diversa. 

Cada autor tiefie su definición. 

11El acto administrativo es aquél por medio del cual se­

exterioriza la función administrativa, siendo dicha función 

producto de la-actividad del Estado, en las variadas formas 

que se nos han señalado "• (5) 

Se ha tomado como noción del acto administrativo que-

11toda actividad de la administraci6n individualizable como 

acción p~rticular sin referencia a su objeto, o a su fin y, 

en particular, prescindiendo de si ésta, actividad se mueve 

en el ámbito de Derecho privado o del pÚblico. Lo Único que 

serviría para caracterizar éste concepto de acto administra­

tivo seria el hecho, de que es justamente la administración 

la que obra. En verdad ésto no sería falso, pero tendría el 

inconveniente de ser demasiado general, que no dice nada Y; 

en consecuencia de carecer de utilidad. Se requiere por lo 

tanto, una esencial restricci6n." (6) 

Antonio Royo Villanova lo define diciendo; M Es un he­

cho -jm;!dico que por su procedencia emana de un fupcionario 

administrativo, por su naturaleza se concreta en una decla­

ración especial; y por su alcance afecta positiva o negati­

V-"mente a los derechos administrativos de las personas indi­

(5) Jorge Olivera Toro Manual de Derecho Admvo. pág. 14~o 

{6) Ernest Forsthoff Tratado de Der. Admvo. pág. 2804 



viduales o colectivas que se relacionan con la Administración 

pública. 11 ( 7) 

Para Ferná:ndez de Velasco, el acto administrativo es "to­

da declaración jur:ídica, unilateral y ejecuM.va, en virtud 

de la cual la administración tiende a crear, reconocer., modi­

ficar o extinguir situaciones jurídicas subjetivas .(8) 

En t~rminos parecidos se define como "roda declaración -

unilateral de voluntad de la administración que produce efec­

tos jurÍdicos subjetivos 11 .(9) 

Se puede considerar al acto administrativo desde tres 

puntos de vista¡ objetivo, subjetivo y material. 

El punto de vista objetivo lo estima como una declara 

ción o exteriorizaciÓt:J. intelect:l.va de una voluntad adminis 

trativa. 

Desde el punto de vista subjetivo es todo acto emanado­

de un Órgano administrativo. De ningún modo como la expre -

sión de la voluntad psíquica del funcionario del que emana. 

A la consideración material corresponde, la de ser pro-

ducto de la potestad administrativaque, en su ejercicio, se­

traduce en la creación de consecuencias de Derecho. El ac­

to administratlvo, funda, modifica o suprime una relación­

jur:Ídica subjetiva, pero como emanación unilateral de Poder 

pÚblico. Desde este aspecto no importa qu~ órgano emita el­

acto. 

Algunos autores al tratar el elemento objetivo agregan 

a la declaración, la oninión, juicio o ciencia de un Órgano 

(7) Antonio Royo Villanova, Elementos de Derecho Admvo.Tomoi 

págsl 92 y 93. 

(8) Recaredo Fernández de Velasco, El Acto Admvo. pág. 15. 

(9) Enrique Sayagu~s Lasso, Tratado de Der. Admvo. pág.388 



administrativo .. 

"Se habla de declaración de voluntad cuando se trata de actos 

por lo que aquélla realiza su fin de certeza, si se realiza -

ra solamente en forma hipotética tendríamos una declaración-­

de deseos. ~e utilizaria la palabra opinión en caso de cono -

cimiento simple, y de juicio en caso de conocimiento completo. 

Entendemos que, en realidad se trata de distintos matices de­

la declaración de voluntad." (lO) 

"La doctrina de los actos polÍticos o de gobierno, es en 

sus or!genes, francesa y jurisprudencial. Se trata, como di­

ce Diéz, de üna prudente reserva del Conseil de Etat a la e­

volución del recurso por exceso de poder, una especie de con­

ces16n al poder ejecutivo para evitar los recelos que necesa­

riamente hubieron de producir en éste las crecientes conquis~ 

tas de la justicia administrativae 11 

tiAhora bien, ¿cuándo se negaba al ConsGil d E~at a en -

tender de la legalidad de un acto administrativo, por consi­

derar qua se trataba_de un acto de gobierno 7. A lo largo del 

siglo XIX son dos las teorías que dominan las decisiones Ju-­

risprudenciales; hasta el año d® 1872, la llamada 11teoría 

del móv11n según la cual lo que hace que un acto sea de go -

bierno ~s el fin que se propone su autor (Dufour ); y a par­

tir de aquélla fecha la llamada "teoría de la naturaleza 

intrínseca del acto" en el fondo de la cual late la creencia 

en la existencia de cri~erios sustanciales para diferenciar 

la ftm.ción de gobiernou Lo cierto es que la consecnenciª 

prictica de su aplicaci6n ha consistido en la formaci6n de­

actos de gobierno en el aue se incluyen los que hasta ahora 

Manuel María D!ez.-El Acto Administrativo. p~g. 78o 



han sido considerados como tales por el Consejo de Estado 

actos del Éjecutivo en sus relaciones con el Parlamento , -

declaraciones de estado de sitio, actos diplomáticos 1 de -

relaciones internacionales, interpretación de tratados,etcl 
,,,, 
,.¿¿o 

Los actos de gobierno vienen a cosntituir un residuo 

del poder discrecional del Poder Ejecutivo, que se ejerce -

en forma absoluta, 1 se dice que no destruyen o empequeñecen 

la concepción del. Estado de Derecho, aún cuando ésto debe p~ 

nerse en seria duda. Estos actos sólo se distinguen en forma= 

empírica ya_ que la doctrina no puede detallarlos completamen­

te, determir.~ndose por conveniencia política. 

Las características del acto administrativo son; su uni­

lateralidad y la producción de efectos jurídicos subjetivos. 

El acto administrativo implica el ejercicio, por parte -

de los órganos de la administración, de la acción unilateral 

que tiene el Poder pÚblico; esto es, su actividad manifiesta 

la expresión de un obrar soberano que, por su naturaleza con­

tiene prerrogativas, las cuales no pueden ponerse en duda y 

lo hacen ejecutorio. Esas prerrogativas son usadas precisa­

mente para la satisfacción de los intereses generales, por -

ello el acto se presume legítimo. Por otra parte, dicho acto 

cumple con una función dentro del Derecho. Crea, modifica o 

extingue situaciones jurídicas. 

El maestro Andr~s Serra Rojas señala que el acto admi -

nistrativoJ lo. es un acto de Derecho público; 2o. una deci­

sión ejecutoria; 3o. emana de autoridad administrativa; ~~­

~~lateral z concreto; 2o. se crea, reconoce, modifica o ex­

(ll) Fernando Garrido Falla. Tratado de Dero Admvo. Pág.375. 
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tingua una s1tuaci6n jurídica subjetiva; 6o. para la satis­

facción del interés general. "• (12) 

En conclusión puedo decir que el contenido del acto ad­

ministrat~vo es la creación, modificación o extinción de 

situaciones jurídicas individuales o subjetivas, para la 

satisfacción del interés p6blico, cuya meta es su objetivo -

principal como lo hemos visto anteriormente y basada en la -

opinión del maestro Andr's Serra Rojas. 

(12) Andrés Serra Rojas, Derecho Administrativo pág. 338. 



CAPITULO u-,- ELEHENTOS DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 

A) EL SUJETO X. LA, COMPETENCIA. 

~El sujeto del acto administrativo es el órgano qua, en 

representación del Estado, formula la declaración de volun­

ta~Dicho órgano cuenta con una competencia, la cual cons -

tituye el conjunto de facultadas del mismo. La competencia -

es la cantidad de Poder pÚblico que tiene un órgano para 

dictar un acto. No es una cualidad, sino una cantidad; por -

ello t)'"Alessio la considera 11como la medida de la potestad -

que pertenece a cada Órgano 11/cl3) As!, el Órgano únicamen­

te ejerce la- potestad pÚblica o poder del Estado que se en -

cuentra en su competencia. Hay en los actos administrativos­

una persona física que formula la declaración de voluntad, -

persona que se encuentra investida de poderes públicos y 

precisamente, por esa característica no expresa su voluntad­

particular, sino ejercita -el pode!' de su inves,tidury 

/De aqu! concluímos que la competencia córresponde al órgano, 

no a la persona titul~r de la función.¡ 

~El sujeto del acto administrativo es el Órgano de la á 

Administración que lo realizae En su car~cter de acto jurí -

dico, el acto administrativo exige ser realizado por quién = 

tiene aptitud legal.~ 

iiEste principio es sumamente interesante porque como -

en la actuación de los Órganos administrativos se pueden rea·· 

lizar multitud de actos que afecten intereses particulares, • 

se hace necesario que esos intereses se encuentren garantiza­

dos contra la arbitrariedad. La Única forma de garantía es­

( 13) Francisco D: ll.lessio, Isti tuzione di Diri tto Amminis -

trativo. tomo. I, p!Íg., lt·32 .. 



.. lo-

la exigencia de una ley que autorice la actuación del Poder 

pÚblico. El r~gimen de derecho de los Estados contemporáneos 

y el principio de la legalidad a que nos hemos referido ,exi­

gen de que todos los actos del Estado sean realizaso dentro -

de normas legales. 11 (14) 

Los Caracteres de la Competencia son los siguientes; 

le- Requiere siempre un texto expreso de la ley para que 

pueda existir. 

2.- El ejercicio de ·¡a competencia es obligatorio. 

3·- La competencia administrativa se encuentra fragmentada 

entre diversos Órganos. 

4.- La competencia administrativa no se puede renunciar, ni 

ser objeto de pactos que comprometan su ejercicio. 

'·- La competencia es constitutiva del Órgano que la ejerci­

ta y no un derecho del titular del propio Órgano. (15) 

En primer lugar la competencia deberá Justificarse ex= 

presamente en cada caso. Será también obligatorio en razón -

a que la competencia se otorga para que los Órganos puedan -

cumplir las atribuciones que el Estado tiene encomendadas, -

es decir, para que pueda dar satisfacción a necesidades co -

lectivas. De tal manera que siempre que htas lo exigen, los 

órganos del Est;-:do serán qui~nes deberán hacer uso de su com­

petencia. 

Una tercera característica es la de que la competencia­

generalmente se encuentra fragmen·tada entre diversos Órganos 

de tal_manera ,9B_e_para l~~realización de un mismo acto jur!­

(1~) Gabino Fraga Derecho Administrativo Eg. Porrda 1978. 

Décimo Séptima ~~icióno 

(15) Jorge Olivera Toro Derecho Administrativo Ed~ Porrda. 
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dico intervienen varios de ellos. La garantía para el buen 

funcionamiento de la Administraci&n pública exige la interven­

ci6n de diversos organos, que recíproca y mutuamente se con -

trolen y que e•1iten que el inter~s parricular de alguno de los 

titulares de ésos Órganos, pueda ser el motivo para una actua~ 

eión que afecta derecho3 de particularese 

Un cuarto carácter de la competencia es el de que ella 

no se puede renunciar ni ser objeto de pactos que comprometan 

su ejercicio, p9rque la competencia no es un bien que esté ~ 

dentro del comercio, que pueda ser objeto de contrato, sino -

que tiene forzosamente que ser ejercitada en todos los casos 

en que lo requiera el interés pÚblico. 

Finalmente, la C?mpetencia es constitutiva del Órgano -

que la ejercita y no un derecho del titular del propio ór -

gano. Por lo que el titular no puede.delegar ni disponer de 

ella sino en caso de que la propia ley lo consienta. 

Las diferentes funciones administrativas se distinguen 

por la competencia distribuida en razón a la división d& 

trabajo. 

La distribuci6n se realiza desde tres puntos de vista; 

ob~etivo, fun.oional y territorial. 

El punto de vista objetivo se refiere a la materia ad-

ministra ti va ;¡;~.«~ cada Órgano tiene encomendado por el De­

recho objetivo, \una serie de funciones que desarrollar. 

La competnecia desde el aspecto funcional se refiere a­

la di~tinta graduac16n en que se colocan los Órganos de la -

administración. También se denomina competencia jeril:rqu1ca., ·­

"La función pública no se ordena toda en un mismo plano, 

sino en grados, constituyendo una pirámide Jurídica en CU7~ ~ 
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v~rtice ideal, est~ el órgano superior de cada una de las 

ramas de la adm!nistraei6n." (16) 

Desda el punto de vista territorial la competencia admi­

nistrativa se determina por la circunscripción aspacial., Es .= 

un segmento territorial en donde el órgano ejerce sus faculta­

des. A ~sta competencia se le ha dado también el nombre de ho­

rizontal. ~El territorio es un límite de hecho a la actividad 

que por razón de materia o grado, es atribuída al Órgano." 

{17). 

Eventualmente puede considerarse la competencia en razón 

del tiempo, cuand0 un órgano tiene facultades concedidas en -

un lapso específico. 

Pueden sureir div'ersas hipÓ¡;esis de exceaos de competen-

cia$ 

1.- Ejercicios de potestades qua no se tienen y que tampoco­

son atribuibles a órgano alguno. 

2.- Invadir la competencia de los poderes Legislativo o Judi­

cial. 

3.- Realizar actos de la competencia de un Órgano pertenecien­

te a la misma unidad adm.inlstrativa§ 

4.- Invadir la c~~petencia de otro órgano de la administración 

de distinta unidad administrativa .. 

\1~) loianuel Ha. Dib El Acto Administrativo pág. 127., 

.í,fJ Mt<nuel Ma0 Diéz Opus., Cit. pág. 128., 



B) ~~NTAD, 

El acto administrativo debe estar formado-por una vo­

luntad libremente manifestada. 

Todo acto administrativo se forma con una conducta vo -

luntaria del titular investido de las funciones del órgano, 

sin estar viciada en alguna forma, por ello es elemento del 

mismo la declaración de voluntad. La cual deber~ estar exe~ 

ta de error, dolo o violencia. El error consiste en la dis­

cordancia entre el acto y la realidad. La violencia en la -

coacción física o moral. El dolo es cualquier maquinación -

para produ9ir un acto contrario a las disposiciones legales. 

Señala Trentin que el proceso volitivo d~l titular del -

órgano administrativo tiene tres fases J determinación, de 

claración y ejecuci6n. En primer t'rmino se conoce la n~ce­

sidad pública y los medios que son id6neos para satisfacer~ 

la, para det¿rminar la conducta que se debe seguir; post~ -

riormente se exterioriza, se hace visible al través de una 

declaración y , después, se satisface con la ejecución.(l8) 

Es un proceso huma~o para una declaración en ejercicio -

de la función administrativa y en sus tres fases debe estar 

limpia de todo vicio de la-voluntad. 

En nuestro Derecllo; la Ley General d~ Bienes Nacionales 

en el articulo 10 fracción V concede facultad al Ejecutivo 

Federal para anular administrativamente los acuerdos, per­

misos, concesiones o autorizaciones dictadas y otorgadas -

por error, dolo o violenciao 



C) OBJETO. 

Se fientitica con el contenido del acto, en lo que consis• 

te la declaración administrativa, indica la sustancia del -· 

acto jurÍdico y sirve para distinguir un acto de otros, mul­

ta, concesión, requisa, etc. "Es la relación Jurídica que ae 

crea el contenido del acto, en forma tal que objeto y conte­

nido aparecen identificados. Es el resultado práctico que­

el órgano se propone conseguir a trav~s de su acción volun­

taria. Zanobini ensefia que el objeto es la cosa, la activi­

dad, la relación, aquello de que se ocupa y para que dispo­

ne jurídi~amente, lo que resulta de su contenido. Todo a --

quello que puede formar objeto de relaciones de Derecho pd-

blico puede serlo de los actos administrativos. En cuanto 

al contenido consiste en aquello que la administración pú­

blica entier~e disponer, ordenar, permitir o atestiguar. 

Varía el contenido segú~ la cateogor!a a que el acto perte­

neee11o (l9} .. 

El objeto debe ser determinado o determinable, posible 

y lÍcito. La licitud supone no s6lo que el objeto no esté 

prohibido por la ley, sino que además este expresamente au~ 

torizado por 

gue facultad discrecional a la autoridad administrati~a pa­

ra elegir y determinar el objeto del acto. 

Pero adn en ~ste Último caso la licitud del objeto de -

califica:NHI de am1erdo con estas tre¡s categorÍalH 11que 

no contraríe ni perturbe el servicio pÚblico; que no infrin­

Ja las normas jurídicas; que no sea incongruente con la fun= 

~i~n adm1nistrat1va.".Jl21_ 

(19) Manu~l ~~. Diéz El Acto Administrativo" p'g& 

(20) FerMndez da V!!llasco., El Acto Adm~.l)i3trat1vo., plig.,l73 



D) MQ.t:t.m. 

Es el antecedente que provoca y tunda las realizaciones 

del acto administrativo. Son las circunstancias de hecho y 

de "derecho en virtud de las cuales la autoridad administra .. 

tiva exterioriza el acto. 

Debe existir siempre, como elemento del acto administra­

tivo, una relación inmediata de causalidad lÓgica entre la­

declaración y las razones que lo deter~naron, por ello el• 

motivo se procisa con la contestación a la pregunta ¿porque?. 

El artículo 16 Constitucional previenes "Nadie pued.e ser 

molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o po.;..;. 

sesiones, :...ino en virtud de mandamiento escrito de autor! -

dad competente, que funde y motive la causa legal del proce-_ 

dimiento 11 • 

Aqu:Í observamos clara y sencillamente como la propia -­

Constituci6n Fedoral establece, como una garantía de segu­

ridad personal y real, la necesidad d$ que exista una orden 

escrita de la autoridad competente que 11funde y motive la -

causa legal del procedimiento 11 • (21) 

Aunque este precepto está dirigido, según el pensamiento 

original de los autores, a las autoridades eJecutoras y aún­

que el mismo, sólo contiene una exigencia de forma, parece -

ya un sistema jurisprudencia!, ya bastante avanzado por cier­

to, puede, de la misma manera que ha extendido el mandamien­

to del articulo a las autoridades ordenadoras, transforman­

~o el re~~~en una exigencia de fondo para h• 

(21) Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, Tesis-

qoo,4ol,~02, págs. 66~7 665,y666. 
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para hacer así efectiva la garantía que allí se consagra 7 

de esa manera exi¡_b oo scSlo que la orden exprese el motivo 

sino también que éste, exista realmente y que de acuerdo con 

la ley sea bastante para provocar el acto. 

B) FINALIDAD. 

El fin de la runc16n administrativa es la utilidad pd -

blica. La doctrina segun Jéze ha sentado diversas reglas cu­

ya aplicación _en nuestro medio nos parece indudable, por lo 

que vamos a exponerlas a continuaci6ns 

a) El agent~ no puede perseguir sino un fin de interés gene­

ral. 

b) El agente público no debe perseguir una finalidad en opo­

sición con la ley. 

e) No basta que el .fin perseguido sea lÍcito y de interés 

general, sino que es necesario, además, que entre en la -

competencia del agente que realiza el acto. 

d) Pero aun siendo licito el fin de interés pÚblico y den -

tro de la competencia del agente, no puede perseguirse si­

no por medio de los actos que la ley ha establ~cido al e­

fecto. 

La teor:!a de los motivos determinan:tes (como llama Jé~e 

a los fines del acto ) es, dice, "el complemento de la teo -

ría de la competencia de los agentes públicos, siendo impo­

sible separar las dos teorías. · Para saber 31 la compet~ncia 

existe en tal caso, es necesario investigar cu~l acto ha si• 

do realizado; el motivo determinante permitir~ decirlo; si -

el motivo determinante no es lícito, permitirá tambi&n afir-
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mar QU4t ha pesar de las apariencia$ 7 00 existÍa la competen• 

cia para alcanzar el fin perseguido por el agente pdbl1co. 

As! es c6mo, conocido el motivo determinante, es posible a~ 

tacar por incompetencia, por ~xceso de poder, un acto ju~1-

dico que presenta todas las apariencias de la legalidad "e 
(22). 

No debe perseguirse sino un fin de interés público, no 

una finalidad extraña a la que marca la ley, y profundizando 

tampoco otro fin distinto de aquel concreto, que la natura­

leza y condiciones del acto imponen. Aún cuando el acto s~a 

correcto en apariencia, si la Administraci&n no persigue el 

fin_que es debido, la doctrina señala que el acto adolece­

del vicio de "desvío de poder", y así se llega hasta la pro­

pia intimidad del acto. 

SeñaLa muy severamente el maestro Jorge Olivera Toro'­

que habr4 desvío de poder cuando la Administracióñ1 haciendo 

uso dé ~acultades discrecionales, emite un acto notoriamente­

inJusto,irracional, quedando al particular opositor la carga 

de la prueba. 

En la doctrina ~rancesa el desvío del poder aparecé ~· 

cuando se persigue un ~in que no es aquel qua en el caso de­

bía de perseguir, al obedecer el órgano administrativo un mo­

tivo distinto del que conforme al sentido implÍcito dé 1a 

ley debi6 tomar en cuenta. (23) 

11El desdo de poder (d,tournement de puvoir) dice Ali -

bert, ·es el hecho del agente administrativo que, realizand.o 

un acto d® su competencia. y respetando 183 formas impues:~­

(22) J&ze Gastón Les pr~ncipies g'nerauz du Droit p'go2?3e 

(23) Antonio Carrillo Flores Derecho Administrativo. p'g~~ 



tas por la legislaci6n,usa de su poder en casos, por motivos 

7 para fines distintos de aquellos en vista de los cuales 

este poder le ha sido conrer!do. La desviación de poder es~ 

un abuso de mandato, un abuso realizado por el funcionario 

comp·etente con todas las apariencias de regularidad y sin 

embargo, este acto discrecional realizado, que el funcioma -

rio calificado ten!a el derecho estricto de realizar, puede 

estar afectado de ilegalidad si su autor ha usado de sus po­

deres para un fin distinto de aquel en vista del cual le han 

sido conferidos, o para retener la fórmula de la jurispruden­

cia, para un_fin distinto que el interés general o el bien­

del servicio. La teor!a da la desviación de poder es la de = 

fensa de la moralidad administrativa .. 11 (24) 

La desviaci6n de poder constituye la ruptura de la obli­

gaci6n que tiene el .6rgano de la administracitSn de realizar -

un fin público y el especÍfico del caso concreto que la ley -

le ha fijado al otorgar la competencia del 6rgano, por lo tan­

to, pudiera en un ampLio sentido, implmcar un motivo de in -­

competencia, puesto , que, el acto debe acomodarse al ordena• 

miento jurídico; por otra parte, tiene 11la posibilidad d® una 

exacta valoraci&n de la conducta administrativa.en cuanto de­

be inspirarse €0 los principios lógicos que han de presidir-

la "· (25)., 

Se ha considerado a la desviación de poder como un apar• 

tamiento de la "tipicidad" del acto administrativo , por 

(21¡.) AUbe:rt, Le controle ju:risdictionnel de t. Administrat:Lón 
pág. 236, Paris, 1926. . 

(25) Sebastían M. Retortillo Baque " Desviación del Poder en 

Der. Español " Revista Pública, Madrid # 22 p4g. l37o 
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falta de sutura en re la voluntad del agente, con el conte-,_ 

nido del acto; esto es, con la finalidad propia que la volun= 

tad de la ley ha consignado~ (26) 

Desde otro punto de vista se dice que, "la desviaci6n de 

poder no importa la ilegalidad del acto, sino que trasunta 

una inmoralidad administrativau, no hay transgresi6n a la ley, 

en su letra, sino al principio de moralidad administrativat 

En México, con timidez se admite el desvío de poder en 

el articulo 2?8, inciso d) del Codigo Fiscal de la Federación 

que expresa s nserán causas de anulación de una resolución o­

de un procedimiento administrativo. 

d) Desvio de poder, trat~ndose de sanciones. 

F) FORl>IALIDAD DEL ACTO ADHINISTRATIVO. 

Forma. Es la ma.terializaci6n del acto administrativo, el 

modo de expresión de la declaración ya formada. Por la forma­

del acto administrativo se convierte en t!sico y objetivo • -

Es su visibilidad. Asegura su prueba y permite conocer ~Y con­

tenido. 

La forma constituye un elemento externo que viene a in­

tegrar el acto administrativo, en ella quedan comprendidos to­

dos los 1 Jquisitos de carácter extrínseco que la ley señala ·"" 

como nec*sarios p.ra la expres16n de la voluntad que gener~ ~-~ 

decisión administrativa. 

Afirma Di&z que, en el periodo primitivo de formaci6n ~ 

del Derecho, la forma tenia una importancia decisiva, pero­

el derecho moderno se liber6 del formalismo siempre y cuan -

(26) Retortillo Baque, opus, cit. pág. l39o 



do se revelara de alguna manera la existencia de la declara-

c1ón de voluntad¡ pero que lo anterior nu sigrdfica que la -

forma hubiera perdido importanda, ya que existen determinados 

actos que requieren para su eficacia jurídica una solsmnidad 

especial, una forma determinada. En los actos administrati-

vos esa forma es la escrita. La ley positiva señala en cada -

caso la forma que debe revestir el acto, cuando ello sea re­

quisito para su eficacia jurídica. 

11Para comprender la importancia del vicio da forma, dice 

Hauriou, es preciso darse cuenta de que las formalidades cons­

tituyen, con-la detcrminac16n precisa de la competencia, la 

principal condici6n del orden y de la moderación en el ejer-­

cicio del Poder Administrativo •" (27) 

11En derecho pÚblico, dice Jeze, al contrario de lo que -

pasa en derecho privado, las formas son garantías automáticas 

imaginadas por las leyes o·los reglamentos para asegurar el­

buen funcionamiento de los servicios pdblicos, impidiendo las 

decisiones irreflexivas, precipitadas, insuficientemente estu­

diadas", (op, cit, t. III, pág. 277). 

La forma del acto administrativo, aUDque puede ser oral, 

o consistente en actos materiáles, normalmente es la forma ~s­

crita y llega ser una garantía constitucional cuando el acto -

implica privación o afectación de un derecho o imposición de -

una obligación. 

El artículo 16 de la Ley FUndamental previene que "nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, pape m 

les o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de 

autoridad com~ten_t~. gue funde y motive la causa legal del. -

(27) Rauriou Maurice Pr&cis élémentaire de Droit Adminis­

tratif. Par1s 7 1925 ~go -~53o Rota 3o 
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del procedimiento ", r esto significa que el principio de la 

legislación mexicana para esos casos en que se comprometen -

los derechos del individuo, es el de que el acto no sólo deba 

ser en forma escrita, sino que, además, en ella deberá consig­

narse la expresión del motivo que ha provocado la orden y el -

derecho con que se procede. 

Algunos otros tratadistas men~ionan otro lamento consti­

tutivo del acto administrativo como son la oportunidad o el -

mérito, aunque existe una diversificación de criterios en cuan­

to a la enumerac16n de los elementos esenciales. 

Oportunidad o mérito. Se ha considerado, debido a los­

tratadistas italianos, al mérito como elem~nto del acto admi­

nistrativo, entendido como la adecuación necesaria de medios~ 

para lograr los fines pÚblicos especificos que el acto admi -

nistrativo de que se trate, tiende a lograr. 

También se entiende por mérito, la conveniencia y opor­

tunidad del mismo, su adaptacidn a la obtención del fin espe­

cÍfico que con la emanación del acto se pretenda obtener. 

Por una apreciación errónea ·de los hechos en relación -

con los fine~ que la ley se ha propuesto, eiacto carecer~ de 

idoneidad, aún cuando pueda no ser contrario a la ley. 

El elemento mérito se observa, fundamentalmente en los 

actos administrativos dictads con una competencia discrecio­

nal, en que la administración necesita señalar qu~ debe ha -

cerse, cómo y cuando debe hacerse. La faltada apreciación­

correcta de las consecuencias produce vicio de mtrito el qua 

se nota con mayor claridad en estos actos, sin que &ste ele­

mento sea exclusivo de ellos. 



"Las ®Xigencias de determinadas circunstancias f4cticas p& • 

ra dictar un acto y la confrontación que da las mismas se ha-

ser verificadas éstas por los tribunales que al juzgar 

de su suficiencia y validez necesaria para que el acto pueda 

estimarse legitimo,podrán venir, mediante el control de tales 

hechos a conocer de aspectos un tanto al margen del punto de 

control de legalidad. 

Este puede ser el camino abierto por el que la llamada 

Jurisdicción de mérito en algunos de sus aspectos pueda y -

deba controla~se. (28) 

Una determinaci6n administrativa puede ajustada a Dere• 

cho producir las más injustas situaciones si se dicta en un 

momento inopol'tuno. Se debe apreciar si existieron las circuns­

tancias fácticas exigidas para la realización del acto, la--­

suficiencia, adecuaciÓ.n y justicia del mismo, en congruencia 

con el fin específico que con la emanación del acto se preten-

da obtener. 

El pionero del estudio sistemático del . Derecho adminis­

trativo en México, en forma extraordinaria ha denominado a es­

te elemento que venimos analizandos oportunidad y expresa ; 

Para aclarar estos conceptos debe tendrse present~ que los ac­

tos jurídicos que realb,a la administraci6n deban guardar uaa 

doble corr0spondencia; con la ley que rige dichos actos, y con 

el interés pÚblico, que con ellos va a satisfacer. 

La conformidad del acto con la ley constituye el concepto de 

legitimidad. 

__ !&_q_onf.<u:..l!l:l.d~.l.Jl9.19. con el interés público haca na­

(28) Retortillo Baquer opus, cir. pág. 146. 
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cer el concepto de. oportunidad", y, refiri~ndose al poder 

discrecional de la administración pÚblica, apunta x "Cuando 

la ley señala los actos que debe realizar la autoridad admi­

nistrativa, pero deja a ésta La libre apreciación de la opor­

tunidad de emplearlos, de tal manera que ella debe calificar 

si actda o se abstiane, esa apreciación de oportunidad debe 

entenderse limitada por la finalidad de la ley en que la fa­

cultad esti concedida ••. {29) 

Puede un acto meritorio, con el tiempo, resultar inú -

til, o ineficaz, y entonces aparecerá enlazado al acto, la -

figura de la revocación. 

(29) Gabino Fraga Derecho Administrativo 



• 
G) ik S!LE}lCIO ADMINISTRATIVO. 

En Franela se encuentra el origen del llamado silencio 

administra ti vo 7 tanto en el Derecho de 12 de noviembre de -

1867, como en la ley de 17 de julio de 1900, que después de­

tallaremos, siendo~ su propósito el de impedir que, en deter-

minados casos, el recursos contencioso administrativo fuera­

puramente ilusorio. 

Esta institución se presento para dar respuesta a la 

siguiente situasión; 11 un administrado dirige una petición a 

la administración. Si ésta se allana a lo pedido, no hay difi­

cultad. Si pone un rechazo formal, el administrado puede diri­

girse al juez; impugnando el rechazo sufrido. ¿Pero si aqu~lla 

nada responde, no va a encontrarse el administrado desampara• 

do, expuesto a una denegación de justicia ? (30) 

L~ elaboración doctrinaria del silencio de la administra­

ción se realizó con mayor propiedad en Italia y no en el país 

en donde surgiÓ. 

Como requisito previo de lo contencioso administrativo -

era indispensable la existencia de una resolución administra­

tiva anterior; esto es, el presupuesto de una decisión previa 

(régle de la décisión préalable). En esas condiciones, si la 

decis:l.ón no se producfa, como hemos apuntado, no· podía :l.nicial'-­

se lo contencioso administrativo al acto. Con la inactividad--

administrativa se hacía nugatorio todo sistem~ de impugnación 

patentizando una denegación de Justicia. 

Los órganos de la administración ti¿nen el deber de ~e­

solver las cuestiones que los particulares les plantean, pe­

.ro .P_uede suceder que. !t~¡i!Jl2ren o bien que omitan la decisión , 

(30) Harcel \-laline Hanual l!:lémentaire de Droit Administratif. 

·Edición. 1936 7 pág. 96. 
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ya sea por negligencia, intencionalmente o de mala fe, no 

obstante que los interesados las reiteren en forma verbal o 

mediante ocursos. 

Independientemente de la responsabilidad de los funcio­

nari.os, la doctrina encuentra alguna solución sobre el parti­

cular a efecto de que la inactividad de la administración 

produzca consecuencias legales. 

Nos comenta el maestro Olivera Toro, que desde luego, no 

es posible aplicar al silencio de la administración la teo -

ría de la decisión ficta, bien sea positiva o negativa. Ha -

blar de decisi6n fleta será buscar en instituciones del pro -

ceso civil, con cargas a las partes, la solución al proble­

ma, cuando la actuación de la administración s6lo satisface­

necesidades pÚblicas, 

Indudablemente que lo mejor sería establecer el sistema 

jurídico que obligara a los Órganos de la administración a­

emitir sus decisiones ante las urgencias de los particulares, 

no obstante que pudiera pe .. sarse que en ciertos casos Se pre­

senta un conveniencia de inter~s pÚblico por aplazar la reso­

lución administrativa; pero ello no sería un motiyo lÍCito. • 

Ante la posible actitud negativade la administración se hizo -

necesario señalarle ciertos efectos jurídicos que plasmaron en 

disposiciones de Derecho positivo. 

Se pens6 en la f6rmuia de "presunc:lón legal", para que -

con base en ella, la Jurisdicción pudiera resolver lo que 1 a 

adm1nistraci6n no quer!a hacer. De esa manera la pasividad ad­

ministrativa no convertir! en ilusoria la existencia de lo -

contencioso • Así se presum16 un efecto jurÍdico a la ac·-



t1vidad negativa de la adm1n1strac16n. 

La laguna la llenó el llamado silencio administrativo, 

suponiéndo que si la administración dejaba transcurrir un -

plazo sin que la cuestión planteada hubiera sido resuleta, se 

deberia entender como si existiera la decisión previa que 

impugnar. 

Asevera el maestro Olivera ·Toro diciendo qua el llama-­

do silencio administrativo en la doctrina jurÍdica, crea una­

ficción legal. Advertimos; No es un acto administrativo, sino 

una presunción legal. ~n las disposiciones francesas se es -

tableci6 la regla siguiente: "cuando una reclamación ha sido­

dirigida a la Administración, el silencio de ~sta, prolongado 

du1•ante cuatro meses, equivale. al recnazo y puede atacarla -­

por un recurso contencioso. 

También en derecho italiano, como lo recuerda Santi Ro­

mano, la jurisprudencia del Consejo -del Estado había suplido 

la omisión legislativa sobre· el punto, estableciendo que el 

transcurso de un ·cierto tiempo ( que podía fijarse en tér­

minos generales ) autorizaba al interesado a requerir de la 

administración un pronunciamiento en el recurso jerárquico­

pendiente, y si la reclamac16n no era atendida, se tenia -

por desestimado el recurso. Esta doctrina ha recibido des­

pu&s sanción legislativa en la ley de 193~ {Art.5o.aparta­

do 5o. y 6o.) al disponer que, transcurridos ciento veinte 

d!as de la presentaci6n del recurso jerárquico sin que la 

autoridad superior hubiere proveido, el recurrente puede ~ 

pedir con instancia a la misma, que el recurso se tiene por 

rechazado~~~--!9~ efectos de la ley". (31) 

(31) Manuel J. Argañaras. Tratado de Contencioso Admvo.p60. 
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lH silencio administrativo es un hecho, al cual la ley le 

concede determinadas consecuencias juridicas, estimatorias 

o desestimatorias (el sentido no es lo importante, sino la 

presunci6n). Por otra parte el silencio a~inistrativo,dice 

Garrido Falla, no es una doctrina: 11para que haya silencio­

administrativo, es decir, gara que la inactividad de la ad­

ministraci6n en resolver una cuesti6n de su competencia 

produzca efectos jurídicos, es nt;cesar_1o que un precepto le­

gal as! lo establezca. En este punto las declaraciones juri~ 

prudenciales son congruentes y no dejan lugar a duda. As! la 

Jurisdicci6n de agrados ha declarado que el silencio admi -­

nistrativo consiste en la atribución, por disposic~ón gene-­

ral, de un valor concreto al defecto de pronunciamiento ex-­

preso de un órgano ante una pretensión que exija una deci 

sión del mismo, sin que, por enda, pueda verse la institu 

ci6n en-ausencia de tal disposicion general detarminaaora 

del sentido del silencio 11 • (32) 

Además, el llamado silencio administrativo, cuando una 

autoridad IlO resuelve expresamente UU8. petición, recle.maci6n 

o rscursos int.orpuestos por un párticular. Es una denegaGiÓn 

del erecho reclambdo ante la autoridad. Esa pasividad o in­

cert-idumbre, es un necho-al cual la ltq presuntivamente le­

concede consecuencias jurídicas, positivas o negativas. 

La ley presume "como " Sl. hubiere dJ.ctacto un- decisión 

tr&nsforma la inercL, la pasividad de la a_¡ministración, -

en un silencio elocuente. 

El silencio es .ta J.nei•cia de un sujeto y, por lo tanto 

(32) F'ernando Garrido Falla Doctrina del Silencio Amvo. 

Pág. 38. 
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est~ eliminada toda forma de actividad externa del mismo. 

Esta actit~d se entiende como una posición de car~cter ne­

gativo, de ningtma manera podrá concebirse como un acto 

negativo. 11·Hay numerosos casos en que la autoridad admi 

nistrativa no está obligada a informar a los particulares -

de sus actos porque asi puede exigirlo la seguridad, la -

tranquilidad y los intereses pÚblicos." (33) 

El maestro Olivera Toro nos señala que el silencio ad­

ministrativo debe entenderse pura y simplemente ;omo una -

presunción legal, de lo contrario se prestaría a torcidas­

interpretaciones puesto '.ue, en nuestro concepto, su apli­

cación no origina una voluntad pÚblica(que la caracteriza­

con todos sus elementos y con la potestad pÚblica), sino­

una ficci6n lega~. En el fondo del llamado silencio admi­

nistrativo encontramos una ilegalidad en el aspecto formal 

(falta de respuesta ) y, tam~n , de acuerdo con el sentido 

que se dé a la presunci6n, consintiendo o negando la peti-

. oi6n o reclamación del administrado, pudiera producir una 

ilegalidad sustancial, si con ese sentido que se le diera a 

la presunción se le-sionaran arbitrariamente los intereses -

del particular afectado·, en contra de lo cual podría iniciar 

lo contencioso. 

En Héxico, el Código Fiscal, establece en su artículo 

92~ 

"Las instancias o peticiones que se formulen a las auto­

r~ades fiscales deberán ser resueltas en el término que la 

~._~~~~~a~f~a~l~t~a~d~e término estableciendo noventa días 

(33) Andr~s Serra Rojas Derecho Administrativo p~g.389. 



El silencio de lasautoridades fiscales se considerar~ como 

resolución negativa cuando no den respuesta en el térm~~Q -

que corresponda 11 • 

La Ley de Instituciones de Crédito, en su artículo 163 

previene que las resoluciones de la Comisión Nacional Ban­

caria que deben sujetarse a la aprobación de la Secretaría' 

de Hacienda, se considerar~n firmea si dicha autoriqaq hace 

presente su aprobación o no eJercita el veto suspensivo o -

su desaprobac16n dentro de 10 días de su notificáciÓQg 

La Ley Federal del Trabajo en su articulo 366 establece 

que presentada una solicitud de registro de Sindicato si las 

autoridades no resuelven en 60 dias, se les requerirán para 

que lo hagan y si en los 3 días s:Lguientes a la solicitud no 

dieren respuesta se tendrá por hecho el registro. 

El ilustre maestro Ga~ino Fraga dice " se ha limitado, 

con muy contadas excepciones, a establecer como~~ g~ran­

t!a individual la obligación de las autoridades de h~Ge~ re­

caer un acuerdo escrito a toda petici6n de los partic~Jares 

formulada por escrito, de manera pacífica y respetuosa, y -

de hacer conocer dicho acuerdo en breve t~rmino al peticio­

nario. De esta manera el silencio prolongado de la adminis­

traci6n no tiene más que un remedio directo ; ~l de ¡>~9-!F ... 

amparo ante la Justicia Federal, lo cual significa que basta 

despu~s de la dilatada trami taci6n del Juicio correspo~ -­

diente, el particular podrá, en ejecuci6n del fallo, pre -

sionar a la autoridad para que dicte su resolucién, por lo 

que prácticamente se deja al particular en una situacién -

J20Co satisfactoria 11, (3lt) 

(3lt) Gabino Fraga Derecho Administr~t1vo pág l83e 
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Nosotros hemos adoptado, para los casos de sQencio admi• 

nistrativo~ la posición que sostiene Royo Villanova, al de -

cir que si le diera significado positivo, la voluntad de la 

administración sería sustituida por la del particular. La -

inactividad del Órgano público convertir!a la opinión más • 

absurda del particular en acto administrativo. Por ello se 

le da un valor negativo al llamado silencio administrativo. 

11Estos razonamientos tendrían fuarza si al silencio se -

le diera un significado positivo, es decir, si se conside­

rara que la solicitud de particular ha sido aceptada por la 

administración. En estos casos, en efecto, la voluntad de la 

administración sería sustituida por la de un .particular. De 

esta suerte, la gesti6n de la cosa pÚblica, en caso de apa­

t1a o pasividad administrativa quedaría a merced de los par­

ticulares. La prete~ión mas dispartada y perjudicial podría 

convertirse en acto administrativo a virtud de la doctrina -

del silencio~ La administración dejaría de ser obra de admi• 

nistradores para· transformarse en labor de administrados 11 (35>. 

Carrillo Flores, por su parte nos dice; t1En el Congreso 

de Varsovia, el Delegado por Checoeslovaquia, Havelka, pre­

sentó una ponencia que sefia.la las cuatro posibles solucio­

nes para el problema de la defensa del particular frente al 

silencio de la administración. Son éstas; primera·, que a pe­

tición del particular, vencido el plazo para la decisión del 

negocio, éste pase de la autoridad que deb16 resolver a otra: 

segunda, que de oficio una segunda autoridad se avoque al ~­

conocimiento del asunto que no se hubiese concluido en el 

t~rmino inicialmente ruado¡_ tercera, que expirado el plazo 

(34) Royo Villanova Elementos de Der. Admvo.T. I p~gllOo 
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por una ficción legal se entiende que la autoridad ha d~~1~ 

dido afirmativamente a las pretensiones del particular; ·o~ 

cuarta, que por lo menos corrtlo &se mismo plazo, se cons.~~ 

ders decidido el caso en forma negativa al particular, de -

manera que pueda éste desde luego intentar los recursos ad­

ministrativos o jurisdiccionales que proceda, planteando el 

fondo del asunto ante la aucori~ad que deba decidir el re~ 

curso. El Congreso se inclinó por los remedios de fondo, :. 

pero no optó por ninguno en particular, Dijo solamente qúe -

han de procurarse que las leyes administrativas establezcan 

que a la expiración de los plazos se dé algún v~llor jur.fdico 

al silencio de la autoridad, ya en el sentido de estimar el 

silencto como un rechazamiento para que el interesado pueda 

elevar su defensa ante la autoridad jurisdiccional"(35)., 

Tratándo de concretize .. r en base a lo analizado dire~os 

que el silencio administrativo, surg<= ante la negativ~ d,~ -

dar respuesta a la petición del administrado. Por lo que 

podremos iniciar el contencioso tomando como fundamente la 

decisión a impugnar. Observamos que se cra6 una presuh~ión 

legal a efecto de que, con base en ella, la jurisdicción 

di.=ra la respuesta procedente a lo que la administración 

guardaba silencio. Hediante éste, se cr-ea una ficciÓn ié"" 
gal aplicable a un hecho, al cual la ley le concede cons$_.,.. 

cuencias jurídicas. No importando ya EJl sentido qua se le -
d' (afirmativo o negativo), sino la existencia de ella. 

~tesis no $resuelve ning6n problema de interpretación 

(3') Antonio Carrillo Flores La Defensa Jurídica de los -

Particulares frente a la Admin1straci6n, p,g.l03. 



(32) 

ya que no hay expresión de voluntad. Sólo ante la pasividad 

de la Admin1straei6b, la ley presume neomo ft si se hubiere­

dictado una decisión. 

La pasividad administrativa no es un acto negativo, sino 

una actitud negativa de la administración,. Cuando no con -

testa la instancia la administración, obra con ilegalidad = 

formal, pero puede haber o no ilegalidad sustancial, según 

el sentido que se le dé a la presunción y su afectadón ar­

bitraria a los.intereses particulares. 

Hay casos en los cuales, aun cuando la voluntad de la -

Administración no se exprese en ninguna forma, se presupone 

su existencia. En este caso nos encontramos frente al pro -

blema que tanto ha preocupado ~ la doctrina sobre el silen­

cio de la Administración. 

"Este silene1o consiste en una abstenci6n de la autoridad 

administra ti va para dictar un acto previsto por la ley, y -­

tiene como nota ·esencal la de su ambigüedad, que no autori­

za a pensar que dicha autoridad ha adoptado ni una actitud -

afirmativa ni una negativa." (36) 

Para precisar los casos en los cuales el silencio produ~ 

ce efectos jurídicos, se ha separado la hipótesis en que la 

autoridad está facultada para actuar o no actuar segdn su -

discreci6n, de aquella en que el ejercicio d;;: la función 

constituye u.p.a obligación jurídica, y se dice que. mientras 

que en el primer caso no puede darse la figura del silencio 

con la trascendencia jurídica, porque la abstención es el = 

ejercicio de la facultad conferida por la ley de no usar el 

Roder. en el sezundo el silencio si es particularmente im -

(36) Massip Acevedo 1 J. El Silencio Admvo. Español e 
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portante por sus consecuencias puesto que constituye la fa~~ 

ta de éUI'Ilpl:tmiento de una obligaci6n jurídica que de existir 

frsAte al derecho de un particular, requiere una solución sa~ 

En efecto, la situación del particular que ha formulado 

uBa so~fcitud para que se dicte en su favor un acto adminis= 

t~atiVoj o que ha interpuesto un recurso administrativo con­

tra un acto que lo afecta, quedaría al arbitrio de las auto­

ridad~$ si ~stas se abstuvieran de resolver las instancias-

que léS fueran dirigidas, pues como e! particular no puede -

recurrir administrativa o judicialmente mientras no haya un 

acto que Diegue expresamente lo solicitado, prolongando la 

abstención se nulificarían prácticamente los derechos que -

las le;res otorgan. , 

"Para evitar ese resultado, la doctrina se ha inclina~~~ 

preponderantemente a la soluciLÓn de que si en. el tél'm:j.no -

señalado en la ley la Administración permanece en silencio 

d~bef a falta de disposiciones expresas, presumirse que hay 

una resoluci6n negativa y se ha considerado que ésta es 1? -

Única solución razonable puesto que con ella queda a sa~y~ , 

el principio de que sólo la Administración administra, de ~a¡ 

manara que no viniendo el acto positivo s6lo res·ta inte_rpre­

tar el silencio como una negativa. De ·otra manera tendr~~ ... 

que ser el particular o los Tribunales los que se sustituye­

ran a la Administración, presumiendo en una resolución favo­

rable, con !a consecuencia de qua el particular subordinaría 

~ sus intereses privados los intereses p6blicos, o que los -

f~ibunales se convertirían en administradores con viola-
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cidn flagrante del principio de separación de Poderesfi.(Ma­

ssip Acevedo, op. cit ) 

Nuestro sistema legal se ha limitado a establecer como = 

una garantía individual la obligación de ~s autoridades de 

hacer recaer un acuerdo escrito a toda petición de los parti­

culares formulada por escrito de manera pacífica y respetuosa 

y de hacer conocer dicho acuerdo en breve t~rmino al peticio­

nario. De ésta manera el silencio prolongado de la Adminis -

tración no ~iene más que un remedio directo : el de pedir am­

paro ante la Justicia Federal, lo cual significa que hasta -

después de la dilatada tramitación del juicio correspondiente­

el particu~ar podr~ en ejecución del fallo presionar a la au­

toridad para que dicte su resolución, por lo que prácticamen­

te se le deja en una situación poco satis~actoria. 

Con excepci6n a este sistema general, y sin perjuicio de 

que el particular haga uso del JUicio de amparo, el CÓdigo 

Fiscal coliio ya hab.íamos comentado anteriormente en su artículo 

92, considerará co~o resoluci6n negativa cuando no den res -

puesta en el té:cmino que la ley ~ija, o a ~alta de término -

establecido, en el de noventa días. 

Tratando de fijar la significación jurÍdica del silencio 

Fernández de ífelasco expresa que "en derecho administrativo -

el. silencio significa sustitución de la expresión con.:reta -

del órgano, por la abstracta prevenida por la leyn. 

En realidad es exacta esa significación, puesto que en 

los casos que la ley prevé, debe entenderse que la 

de ella está subó~dinada bien a un acto 



clarado o al silencio durante determinado tiempo; es decir, 

qu~ esta hecho negativo debe entenderse como la condición -

para que la ley se aplique en un caso concreto, exctamente­

como el acto positivo condiciona también dicha aplicación. 

El procedimiento administrativo se ha caracterizado por 

la carencia de solemnidades y en su consecuencia una mayor 

rapidez. Por lo que se ha hecho indispensable que la ley 

venga a establecer las medidas adecuadas para evitar dila -

ción o paralización del procedimiento~ ~sas medidas tieneDF 

que ser la fijación de plazos breves obligatorios para 

las autoridades y para los interesados, la rorma de compu -

tarlos, la res9onsabilidad da los funcionarios o empleados­

que no obedezcan esos plazos, / los medOs para reclamar la 

negligencia y responsabilidad consiguientes. Pero sin du -

da la medida más importante que puede y debe adoptarse es­

la de establecer que eltranscurso de un t~rmino sin que la­

autoridad resualva, determine presuntivamente que se consi­

dere resuelto el asunto en sentido positivo o en sentido ne­

gativo, es decir, deber~ aplicarse la teoría del silencio -

de la Administración que ya hemos estudiado anteriormente. 

A pesar de la carencia de solemnidades y de la rapidez­

que deben caracterizar al procedimiento administrativo, en­

los casos en que se puedan afectar derechos o intereses de -­

los particulares deben establecerse las formalidades mínimas­

:l.ndispensables para evitar el desconocimiento o la afectación 

arbitraria de esos derechoso Para lo que nos adentraremos en 

el ~uiente capítulo al estudio de las garantías individua -

les o constituclonales para relacionarlas en conclusi6n con 
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con loa acto~ administrativos para garantizar el derecho de 

los particulares no s&lo dentro de los lÍmites del derecho 

administrativo, sino también desde el punto de vista consti­

tucional, teniéndo en cuenta lo dispuesto por los artículos-

14 y 16 de la Ley FundamenLal. 
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CAPITULO III.- PROCEDIMIENTO PARA REALIZAR EL ACTO 

ADMIIISTRATIVO. 

A) Garantías Constitucionales - Antecedentes. 

La esencia del procedimiento administrativo estriba 

en que es la actividad necesaria para la formación de la 

voluntad, en el campo de la administración. 

Es la vía que conduce a la meta o sea el acto adm1n1s­

trativo. 

El procedimiento administrativo se establece tanto en 

beneficio de la administración, como en el de los partiuu­

lares. La administración tiene la pretensión de dictar sus 

actos conforme a Derecho, en juridizar su actuar en bene­

fició de su propio prestigio, así como para obtener la ma­

yor eficiencia, mientras que los administrados quieren -­

estar garantizados en contra de arbitrariedades y capri~ 

chos de la adm,,nistraci6n, cumpliéndose las formal:ldadés .. 

preestablecidas y dandoseles seguridad Jurídica. " Por- -

ello son las garantías otorgadas, la contrapartida de 

los poderes exhorbitantes de la Administ~ación, as! como ... 

una seguridad contra el riego -de las decisiones apresura"' 

das, mal estudiadas y vejatorias~" 07) 

Es principio aceptado, ~n forma general, el respeto 

de la garant!a de audiencia. Privar de garantía de -defen­

sa equivale, virtualmente, a privar de Der~ho, por lo -~ 

que enter~emos que antes de afectar los derechos de cuald 

quier particular, debe oirse al interesado, que puede así 

hacerse entender antes de obedecer. 

(37) Le Control€ Jurisdictionnel de t'Adm~nistration, 

pl:f.g. 221. 



(38) 

En Francia, Jurisprudenc1almente, se señalan los si­

guientes derechos en el procedimiento administrativo; w Una 

citación en forma regular, un plazo para comparecer, una 

defensa libre que comprende: 1) audiencia del ciudadano, •­

Y 2) respeto a las fases normales del procedimiento. 

En nuestro país, el articulo 1~ constitucional, en su 

seguttdo pt!rrafo establece; "Nadie podr~ ser privado de la­

vida,- de la libertad o de sus propiedades, posesiones o de­

rechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales -­

previamente establecidos, en el que se cump~an las forma­

lidades es~nciales del procedimiento y conforme a las le­

yes expedidas con anterioridad al hecho". 

Las formalidadés esenciales del procedimiento estt!n = 

constituidas fundamentalmente, por la posibilidad de adu­

cir una defensa, d~ producir pruebas y de que se dicte u­

na resolución conforme a_ la ley. Al efecto nos señala el 

maestro Olivera Toro que3 

a) "ao es necesario que el procedimiento administrativo -

sea en forma de juicio, porque de ser así, con dificultad 

podría explicarse la atribuci6n al poder administrativo -

de determinadas facultades, .si se le obliga a eJercitarlas 

en los términos mismos del procedimiento judicial., Si no ... 

se adm~te que el poder administrativo pueda realizar sus -

actos siguiendo un procedimiento especial, seria más 16 -

gico conservar al poder Judicial todas las facultades que 

hayan de raalizarse en los térm~nos del procedimiento ju­

dicialtl (38) 

Derecho Administrativo pág.l7lo 

Editorial Porr~a s. A. 
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b) Tampoco puede v~lidamente sostenerse que las formalida­

des administrativas deban consistir necesariamente en un -

ju~cio ante autoridades judiciales, ya que ello implicaría 

el absurdo de reunir dos Poderes en uno e impedir la mar­

cha de los asuntos adm, .. nistrativos. 

e) En efecto, la H. Suprema Corte de la Nación ha dicho~ 

11Debe estimarse que si alg6n valor tiene la garantía del 

artículo 14 constitucional, debe ser no solamente obligan­

do a las autoridades admr"nistrativas a que se sujeten a .. 

la ley, sino obligando al Poder Legislativo para que en .. 

sus leyas ·establezca un procedimiento adecuado en que se -

oiga a las partes ••• La idea de la Constitución es qua en­

todo procedimiento que se sig<ln las autori1adades y que -

lleguen a privar de derecho a un particular, se tenga, an­

tes de la privación, la posibilidad de ser oído y la po­

sibilidad de presentar defensas adecuadas" • Dice el ma -

estro Gabino Fraga. 

No se requiere que el procedimiento administrativo -­

esté constituido con las mismas formalidades que el pro- -

cedimiento judicial, sino que emplee los medios razonables 
( 

para dar oportunidad de audiencia y defensa al presunto-

afectado por una resoluci6n administrativa. 

Por otra parte, el artículo 16 de nuestra Carta Hagna, 

establece3 11Nad1e puede ser molestado en su persona, fami­

lia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de -­

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde 

y motive la causa legal del procedimiento. 

I. Por mandamiento escrito se entiende un documento 
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en que la resolución aparezca de manera fehaciente. 

II. La autoridad competente es la legalmente consti= 

tuíday que actúa dentro de la 6rbi ta de las facultades que 

lt~ asignan la Constitución, las leyes secundarias y regla-

mentos. 

III, Fundar la resolución significa apegarse a los -­

t~rminos de mandato del Derecho, expresando éste • Basar­

se en una disposición normativa general •. 

Por lo que apreciamos una situación de hecho en re­

lación con las normas jurídicas que regulan la actividad-

administrativa. 

El maestro Ignacio Burgoa establece que debe existir 

una concurrencia de fundamentaci6n y motivación o sea que 

debe existir una ley que autorice la actuaci6n de la au -

toridad y que, además, el caso preciso al que se preten­

de aplicar la norma deba estar comprendido dentro de ella. 

Así, la enunciaci6n de los hechos es la 11 justifica -

ci6n 11 del acto; la norma aplicable, el "título o causa 11 

para la actuaci6n de la admcnistraci6n. El vínculo de u­

nión entre unos y otra es la llmotivación". 

Por eso la Suprema Corte ha decretado que las autori~ 

dades deben expresar en sus- resoluciones las razonas y 

motivos que tengan para dictarías, toda vez que en el ar­

tículo 16 ·~xige que exista un precepto legal en el que 

sean fundadas esas resolg_gi.9~ y un mot:Lvo para dictarlas, 

Semanario Judicial de la Federación. 

Tomo XXXVIII , pág • 199 

Tomo XXVI 

Tomo LXXI 

' pág. 252 

' pág 5812 



11Sin embargo, la doctrina y la Jurisprudencia han reconocido 

dos excepciones en las que, a pesar de existir una privaci6n 

de propiedad, se ha considerado que no es necesario el juicio 

previo a que alude el artículo 14. 
Tales excepciones son las relativas a la expropiaci6n 

por causa de utilidad pÚblica y al ejercicio de la facultad -

económico -coactiva. u (39) Pero éstas las estudiaremos con ma­

yor detenimiento en el inciso D) del presente capitulo donde -

hablaremos de la garantía de Audiencia y Legalidad dentro del 

Procedimiento. 

----------------------
(39) Gabino Fraga Derecho Administrativo pig. 173. 



B) PROCEDIHIENTO ADMINISTRATIVO EN GENERAL. 

Antes de emitir el acto administrativo se cumplen deter­

minadas formalidades, que son caminos fijados por la ley T 

estructurados genér1.camente en los preceptos constituciona 

les. 

A las formalrl;dades y trámites que anteceden al acto --

administrativo y lo crean, se les denomina procedimiento .. 

Igualmente ad·¡ertimos que las formalidades que consti­

tuyen el procedimiento administrativo, no deben conf~~d!r­

se con las del proceso contencioso administrativo; las :-­

primeras se refieren al acto, las segundas a su controle 

El maestro Segismundo Royo Villanova dice al respecto 

11el procedimiento administrativo no nos lleva al aula magna 

de la justicia administrativa, sino solamente a su vest!bu-

1o11. (l¡.o) 

De esta manera concluímos qu<= el procedimiento admi..rüs­

trativo debe enténderse como la actividad básica, para la -

formación de la voluntad en Derecho Público, en ~1 campo de 

la administraci6n. 

Por lo que entendemos al proced!miento administrativo­

como la s<:rie de actos, tramitados según determinado orde.n-_­

Y forma y que se encuentran en íntima relac16n con la uní 

dad del efecto jurídico final, que es la declaración aóml 

nistrativa. 

Hablamos del procedimiento como garantía jurídica; nLa 

necesidad de observar cierta> for~;as se considera con ra 

zón, .como una garantía de oUE!._ el contenido se ajusta a de -

(l¡.o) Royo Vrullanova, Revista de Estudios Políticos #48.p .. 64., 



J:>echo 11 comenta el mismo autor .. 

MI.angrod ha realizado un estudio comparativo de las di­

f~rent~s solucionas legislativas que se han dado a este pro­

bl~ma (al del procsd:l.mianto a<WiW.stra.tivo distingue tres 

grupos da países; 1) pa!ses sin Derecho administrativo pro­

~edimental9 el prototipo de los cuales está representado -

por Francia, donde la noci6n d~l acto adm~strativo ha lle­

gado a absorber y nublar todo el proceso de su creación pro­

gresiva, todas esas operaciones preparatorias entre las que 

deben precederle fatalmanta para que tome cuerpo; 2} países 

que han adoptado soluciones intermedias entre las que se 

cuentan Inglaterra y ciertos países continentales -como Es­

paña, Portugal, Suecia e Italia; 3) paises donde existe un 

Derecho administrativo procedimental, a la cabeza de los 

cuales se encuentra Austria 11 • (41) 

En la actualidad se investigan los principjos del pro­

cedimiento administrativo y, los ordenamientos Jur1dicos -

constitucionales dan a la cuest16n un variado tratamiento­

pero se busca un procedimiento adaptado a las necesidades­

de adm~n1straci6n moderna, para despu&s formar Cuerpos de 

Leyes, reuniendoa dispersa normativa vigsnte. 

11El. factor que domina el desenvolvimiento del aspecto 

de procedimiento del Derecho Administrativo aaericano es -

la d1sposici6n de la Gonstituc16n Federal en virtud de la 

cual ninguna persona puede ser privada de la vida,de la li­

bertad o de su propiedad sin ''due proce~~ of la:w: En su apJi.. 

(l¡.l) Fernando Garrido Falla, Tratado de .Der .. Admvo .. t I p. lt-56~ 
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cac16n al Derecho administrativo el due process esencial­

mente es la e~gencia de que los interesado$ sean o!dos d3 

una·manera equitativa e imparcial. Deben ~er llamados y= 

oídos antes de que se pronuncie una dec1s16n adm~nistrati­

va que podría afectar sus bienes o su persona. Las reglas -

esenciales de la prueba deben ser respetadas por la admin1s­

traci6n; las decisiones deben ser mo~vadas en hecho y en -

derecho". (42) 

En Francia, Jurisprudencialmente, se señalan los si­

guientes derechos en el procedimiento administrativo; »una 

citación en forma regular, un plazo para. comparecer, una­

defensa libre que comprende; 1) audiencia del ciudadano y 

2) respeto a las rases normale<J del procedimiento 11 • (43) 

En nuestro país · las formalidades esenciales del pro­

cedimiento están constituidas por los artículos l~y 16 

de nuestra Ley Irundamental, las cuales tratan de aducir -

una defensa, de.producir pruebas y de que se dicte una 

resoluei6n conforme a la ley. 

El acto administrativo requiere para su formaoi6n­

estar pre.cedido por una serie de formalidades y otros ac­

tos intermedios que dan al áutor del propio acto la ilus­

traci6n e información necesarias para guiar su decisi6n -

al mismo tiempo que constituyen una garantia de que la re­

solución se dicta, no de un modo arbitrario, sino deacuer­

do a las normas legales. Ese conjunto de formaHd.ades y -

actos que preceden y preparan el acto administrativo es lo 

~ue constitule el procedjmiento administrativoQ 

(42) y (1.¡.3) Bernard Schwartz, I,e Droit Admir.ist:ratif Ame:ri­

cain,. Libraririe du Recueil Sirey,l952opal05a 
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C) PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN LA LEGISLACION MEXICANA. 

No siempre en los actos que realiza la administración 

en el ej~rcicio de su función administrativa afecta a los­

particulares , ya que dentro de ella quedan comprendidas -

nn1ltip-les actividades de orden material o bien activida­

des jurídicas que no tienen car~ct€r imperativo, como son 

las relacionadas con la gestión de parte del patrimonio-· 

del Estado; pero, en realidad, estas actividades sólo exi­

gen procedimientos de carácter técnico, que no interesan -

directamente al derecho, o bien sólo tienen trascendencia­

en el d~minio de éste dentro de la esfera ds la propia Ad~ 

minist¡•aci6n, y aunque en ambos casos la autoridad esta -

obligada a seguir ciertas normas, su actuación no suscita­

problemas de interés legal especial. 

-El procedimiento administrativo adquiere relevancia -

cuando el acto que se va a realizar tiene un car~~ter im -

perativo y afecta situaciones JUrÍdicas de lQs particulares. 

En tales casQs, el derecho positivo ha adoptac,to estas tres­

posiciones; el·' 'bien no .na regulado nirigún proc~dimiento; · o­
bien se ha·inspirado en los principios delprocedim:tento ju­

dicial, o, en fin,, ha organizado un p~ocedimiento diferen­

ciado del procedimiento judicial. 

La p.rimera posici6n, es decir la falta de regulación -
' del procedimiento es muy explicable segt1n el maestro Fraga -

ya que dentro del derecho adm!Lnistrativo, ha ocurrido que , 

a diferiencia de otras ramas del Derecho tan bien elabora­

das ya como la del derecho c:Lvil, la legislac16n positiva -

se ha conformado con establecer el derecho sustantivo, omi-
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tier:~~o la regulaci6n de las vías que conducen a la produe• 

cieln del acto administrativo correspondiente, tanto por la 

impracisi6n que todavía existe en las nociones del derecho 

administrativo, como por la circunstancia de que,sn nuestro 

r~gimen legal, los principios constitucionales predominante­

mente liberales que rigieron con la Constitución de 1857 re­

ducían las inte1•venciones del Estado en la vida de los par-· 

ticuiares a un grado en que no era muy sensible la falta de 

r~glas de procedimiento administrativo • 

. ·.La segunda posición, o sea la del procedimiento admi -

nistrativo inspirado en el procedimiento judicial, consiiu-· 

ye una: cara tendencia de los administrados, quienes desear!­

an que en todos los casos la autoridad observara fielmente 

todas y cada una de las {ormalidades tutelares del procedi­

m~ento judicial. Es'decir7 asimilar las instituciones del­

derecho pÚblico a las del derecho privado y que trata de ex­

plicar las primeras por los principios que rigen a las se -

gundas 1 tendencia que ha criticado el maestro Gabino Fraga­

por las consecuencias fatales que prácticamente se producen 

S~ el ~stado ha de SUbordinarse a normas inspiradas funda -

mentalmente en la salvaguardia de intereses privados, y no 

en la debida conciliación del interés privado con las exigen­

cias del interés pÚblico que la Administraci6n tiene que sa­

tisfacer mediante su actuaci~n. 

Existe otra razón que se opone a la equiparación del -

procedimiento administrativo al judicial, y es la que deri-

va de la naturaleza ma.sma del acto administrativo y de la -

aen.ten.cia judicial, pues mientras que esta liltima supone la 



existencia p~evia de un conflicto de derechos, que es pre­

cisamente lo que va a resolver la sentencia, y el que expli­

ca que las partes en el conflicto sean las que animen todo 

el procedimiento judicial, en la actuación administrativa,­

por el contrario, el conflicto de derecho no surge sino has­

ta que se dicta la resolución, o sea precisamente despu~s 

de que se ha seguido todo el procedimiento administrativo. 

Ahora bien, es natural que el procedimiento se vea in­

fluido por su objeto y que ser~ más eficaz cuanto mejor sir­

va al prop6sito perseguido, de donde se desprende que si el 

objeto y los propósitos del procedimiento administrativo son 

diferentes de los del procedimiento judicial, no es posible 

trasladar la aplicaci6n de &ste al domtnio de la Administra- -

ción. El mismo procedimiento judicial ha necesitado diversi-

ficarse para adaptarlo a las diversas exigencias de las re -

laciones juridica que pueden entrar en conflicto, y así, la 

vía ordinaria, la vía sumaria, la vía ejecutiva, el procadi­

mtaento mercantil, etc., son ejemplos elocuentes de que, aun 

en el dominio propio de la función jurisdiccional, no puede 

existir un procedimiento Único. 

Finalmente, la Última posición adoptada por nuestro 

gimen legal consiste, como hemos dicho, en organizar proce-­

dimientos especiales adecuados al acto que ha de realizarse 

separándose de los moldes del procedimiento judicial ordi- -

nario. Esta posición ha obedecido como se acaba de decir, a 

la necesidad de acomodar la manera de actuar de la Adminiiíl-

tración a las necesidades que ella tiene que satisfacer, re­

conocienco así que el procedimiEnto para ser útil y eficaz -
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debe ser impuesto por los obJetivos especiales de la actio 

vidad administrativae (l!-4) 

Entre esos procedimientos especiales podemos señalar 

como ejemplos los establecidos para la determinac16n de los 

créditos fiscales, para fiJar las bases de las obligaciones 

tributarias a cargo de cada causante, para la obtención de -

concesiones de explotación de bienes de la Nación (aguas, -

minas, tierras ) o de servicios pÚblicos (vías de comunica -

ción, transportes, energía eléctrica, etc.); para la obten­

ción de patentes de invenci6n o registro de marcas y avisos 

comerciales ; para la na turali zacióu de extranJeros; para la 

autorización de escuelas privadas de enseñanza primaria, se­

cundaria y normal; para la expropiación por causa de utili­

dad pÚblica, etc. 

(44) Gabino Fraga Derecho Administrativo Ed. Porrúa Pág.262 
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D) GARANTIA DE AUDIENCIA Y LEGALIDAD DENTRO DEL PROCEDI -

MIENTO ADHINISTRATIVO. 

En el procedimiento administrativo en los casos en que 

se puedan afectar derechos o intereses de los particulares, 

deben establecerse las formalmdades mínimas indispensables 

para evitar el desconocimiento o la afectaci6n arbitraria 

de ·esos derechos. No se requiere que el procedimiento ad­

ministrativo esté constituído pon las mismas formalidades 

que el procedimiento judicial, sino que emplee los medios 

razonables para dar oportunidad de audiencia y defensa al 

presunto afectado por una resoluci6n administrativav 

En nuestro sistema legal el problema de las formaloo­

dades del procedimiento que tienden a garantizar el dere­

cho de los partic~lares debemos estudiarlas no sólo en -

los lÍmites del derecho administrativo, sino también desde 

el punto de vista constitucional en sus articulas 14 y 16 

como ya antes lo hemos anal~zado en el primer inciso del 

capítulo III. 

El precepto del segundo párrafo del artículo 14 dice; 

11Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de -

sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante Jui­

cio seguido ante los Tribunales previamente establecidos -

en el que se cumplan las formal~dades esenciales del pro = 

cedimiento y conf~rme a las leyes expedidas con anteriori­

dad al hecho. •• 

Pues bien, a pesar de la interpretación literal y tra-

dicional de ese precepto que no se está refiriendo a la au­

toridad administrativa sino a la judicial, la jurisprudencia 
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de la Suprema Corte de Justicia, en forma gradual ha llega­

do a la conclusión de que dicha autoridad administrativa no 

s61o debe respetar la garantía d¿ legalidad sino tambt~n la 

garantía de audiencia que establece el precpto constitucio­

nal. 

En ejecutoria de lO de marzo de 19~2, tomo LXXI, pág.= 

1~156, se afrontó el problema de si una ley secundaria es 

contr&l'ia al art;ículo 11¡. -::onsti tucional cuando no organiza 

ningún procedimiento en que se d~~audiencia al interesado. 

Respondiendo a ésta cuestión, la Corte dijo : 11Debe estimar= 

se que si alg~n valor tiene la garantía del artículo 14 cons­

titucional, debe ser, no solau:ente obligando a las autorida • 

des administrativas a que se sujeten a la ley, sino obligan­

do al Poder Legislativo para que en sus leyes establezca un 

procedimiento adecuado en que "se oiga a las partes". Y me:'is 

adelante agrega: 11salvo en.det€rminados casos de excepción 

que en la m~sma Constitución se establecen, las leyes deben 

señale,r la posibilidad de audiencia y de defensa de los in­

teresados, en todos los casos administrativos •• La idea de la 

Constitución es que en todo procedimiento que sigan las au­

toridades y que llegue a prj_var de derechos aun particular, 

se teng& antes de la privación, la posibilidad de ser oído y 

la posibilidad de presentar las defensas adecuadas."· 

En !numerables ejecutorias posteriores todavía se ha -

dado un paso más adelante pues rec:Entemente sa ha venido a 

sostener que Qaunque la ley •iel acto no establezca en manera 

alguna requisitos ni formalidades previamEnte a la emisión -

del acuerdo reclamado, de todas suertes c¡ueda la autoridad 
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gubernativa oblig~-da a observar las formalidades eaencialas 

para respetar la garantía de previa audiencia que consagra 

el artículo 14 constitucional 11 • (Ve .Jurisp. de la s. C. de 

J. 1917-1975, Segunda Sala. Tesis 336, pág. 569-. Tesis 339 

pág. 569.) 

La doctrina y la jurisprudencia han reconocido dos excep­

ciones en las que, a pesar de existir una privación de pro -

piedad, se ha considerado que no es necesario el juicio pre­

vio a que alude el articulo 14·. 

Tales excepciones son las relativas a la exprop~ación -

por causa de utilidad pdblica y al ejercicio de la facultad 

económico-coactiva. 

"En la expropiacion, el artículo 27 constitucional dis -

pC"ne que la autoridad __ administrativa hará la declaración co­

rrespondiente, sin. que prevenga ni la audiencia de los afec­

tados, ni la intervención de la autoridad judicial. El pro­

cedimiento ad.ministraUvo de apremio es el _que en .nueetra -

legislación constituye el ejercicio de la llamada facultad -

e con6mico coa e ti va y la jurisprudÉmcia. invariablemente ha -- . 

sostenido la legalidad de tal ejércicio y los estudios doc­

trinales que sobre él se han hecho,. han llegado a tal con -

clusi6n. 11 (45') 

Las reglas de procedimiento pueden ser de dos clases: 

a)facultativas y b) imperativas. 

En el segundo caso la administracl6n tiene que cumplir 

con el procedimiento, tal como sucede con el acatamiento de 

los articules 14 y 16 constit~gionales. 

(45) Gabino Fraga Derecho Administrativo 6a. Ed.p.l73 
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Si se omiten las formalidades, la declaración será ta­

chada de vicio de procedimiento. 

Jurisprudencia; Compilación da la jurisprudencia de la 

H. Suprema Corte de Justicia de la Nación durante el período 

1917-1954. Tesis Lr68, pág 901. 11En materia de expropiación 

no l'ige la garantía de audiencia con agrada en el artículo­

¡L,. de la Cons ti ;;uci6n Federal, porque ese requisito no est¿Í 

comprendido entre los que señala el artículo 27 de la m~sma 

Carta Fundarr~ntal." Tesis 476, pág. 912. "El uso de la fa­

cultad económico coactiva por las autoridades administrati­

vas, no está en pugu.a con el artículo 1411 • En la misma pá­

gina, en tesis que no establece jurisprudencia 11La diligen­

cia de requerimiento es la base del procedimiento econó­

milco-coactivo y si. dicha diligencia no se practica confor­

me a la ley, toda actuación ulterior resulta viciada, si -

no consta que el ajecutado ha tenido conocimiento, de al­

gún otro modo, de dicho requerimiento, pues su falta im­

plica dejar sin defensa al interesado y la violación en su 

perjuicio de los artículos 14 y 16 constitucionales. 11 Tomo 

XXV. Sullivan de Patiño Joana Lo:retto, página 1690. 

Ahora bien, "El principio de legalidad es una de las 

consagraciooes políticas del Estado de Derecho, y al mis­

mo tierr:po, la más importante columna sobre la que se asien= 

ta el total edificio del Derecho Administrativo "• (45) 

Proclama la exigencia de que la actuación administrati­

va se someta a las normas legales, y puede decirsa que ex­

presa la cualid~d de la actividad administrativa que es con­

(45) Fernando Garrido Falla Tratado de Der. Admvo. p~g 200. 
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~orme a la ley. Asi, la sumisión de la administración a los 

dictados de la ley no es sino la expresión más patente de -

la accuaci6n. administrativa a la ley, existirá regularidad 

juririioa de la administración. Para algunos autoras, el tér­

mino ler, se toma en una acepotón más amplia que es el De~-: 

recho, (46) 

El principio de legalidad que apora el sistema adminis~ 

trativo encuentra su origen sn la t;ooria de la divisi.Sn de ~ 

poderes, ya que de acuerd:; con ella la administración no pue­

de confundirse con la legislación poroue los administrado -
~ 

res se convertirían en opresores si dictaran las normas ju­

rÍdi~as que ellos mismos ejecutaran. 

11 ?uede temerse, decía Hontesquicu, que el Honarca o el 

Senado hagan leyes tiránicas y las ejecuten ellos mismos "(47) 

ra2~Ón por la cual, la actuación del Poder ejecutivo tiene su 

límite en las disposiciones del le,sisl<-.tivo, conformando S'l 

&ctuac16n a esas disposiciones. 

Senala El maestro Olivera Toro que la división de pode-

res puede considerars3~ 

a) Como postulado político 

b) Como principio de división del trabajo. 

!. Como postulado polÍtico fue dogma del liberalismo ~ormu-

laJo por Nontest;uieu para salvaguar~ar la libertad, a efec-

to de que el hombre no abuse.rtl del poder que se le confiara 

par lo que 11hac.-: falta que el poder detenga el poder 11 • (48) 

En la práctica ese princlpio no se estableci6 con la -

claridad como una pureza doctrin&ria lo concibiera, de tal -
(lt15~ George Vederl, Hanuel de Droit Administratif, p. 11t3 

(47 y 48) Nontesquieu, El Espíritu de las leyes, pág. 150! 
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modo que se encomendara cada poder a un determinado órgano 

exclusivamente, esto es, ajeno a la competencia de los otros 

dos; por el contrario, las actividades de los poderes se en­

trecruzan, hay armonía y coordinación entre ellos. 

A éste respecto, Ludwing Spiegel, examinando el conte­

nido del Capítulo 6o. del Libro XI del Espiritu de las Leyes, 

en el párrafo que señala ~ nE11 cada Estado .hay tres clases -

de poderes (pouvoirs), el poder (le puissance ) legislativo 

nos señala que ; "Ya no se habla de los tres poderes del Es­

tado, sino de uno solo. Como verbo no s6lo significa 11Poder;• 

sino también- potencia, fuerza y nadie pusde poner en duda que 

la Legislaci6n, la Administración y la Justicia son fuerzas -

dentro del Estado. » {~9) .Hay úD sólo Poder del Estado, con­

tres facetas o fuerzas que armonizan$ 

2.- Desde el punto de vista orgánco, o como principio de -­

division de trabajo, la tesis de la división de poderes per­

fecciona la labor o las tareas delEstado, armonizando las fun­

ciones antre los dive!'sos Órganos de Poder pÚblico en la 

bÚsqueda de una buena repartición del trabajo. 11En el Estado -

moderno (dice Alfredo Roco } la especificación de poderes, es 

la regla, pero tal especificación no debe ser interpretada co­

mo una separación absoluta y mecánica. Se trata s~empre de ór­

ganos de un mismo organismo y de partes de un Único conjun -

to. El principio de división de poderes es por tanto princi­

pio de especificación de Órganos y funciones, en sustancia de 

división de trabajo , pero es también por lo mismo, un -

.12riJ1c~pio mismo de coordinac:l..ón, porque superior 

(49) Ludwig Spiegel, Der. Administrativo, ~o 
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al principio Je espe~iflcaci6n, es el de la unidad y orga-

nicidad del Estado. No podemos pensar que cada uno de los -

tres poderes del Estado, el EJecutivo, el Legislativo y el­

Juriodiccional1 vivan encerrados en sus casillas, ignorando­

los otros y siendo por ellos ignorados. Todos los poderes no 

son más que Órganos de un mismo organismo. 11Es el Estado en­

su indestructible unidad orgánica, el que se muestra a ve 

ces como Poder Legislativo, otras como Poder Ejecutivo y 

otras como Poder Judicial, pero siempre queda uno en esenciat' 

Dice José Ortiz Díaz, en el Principio de Coordinación en la -

organización administrativa. Pág. 9 y 10. 

El principio de legalidad como queda dicho, "postulado -

por la misma mecánica de la divisi6n de poderes 11 , indica que 

1~ administración no puede realizar actos concretos qus no 

estén previstos en una disposición anterior, la que debe te­

ner características de abstracción, generalidad, impersonali­

dad, permanencia, etc., atributos del acto legislativo al que 

está SUJeto la actividad administrativa. Por lo tanto conclu­

Ye Garrido Falla existe sometimiento a la norma legal y deter­

minación de trabajos a realizar. 

La consideración hecha significa quG el principio de 

legalidad, del'ivado de la división de poderes, implica; 1)­

su_misión de la actividad administrativa al Poder Legislativo; 

2) respeto a la ley; 3) limitación del actuar de los funcio -

narios pÓblicos que no pueden tomar decisiones que no sean 

conformes a la ley. 

La violación al principio de legalidad implica ilicitud 

o ilegalidad; en resumen arbitrariedad señaLa,Serra RoJas A. 
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establece que en tales casos el funcionario considere la ley 

indebidamente, por los siguientes motivoS$ "1) No la toma en 

cuenta; 2) Señala una indebida interpretación; 3) La aplica -

con sxceso; ~) Reduce el campo de su aplicación; 5) Aplica -­

otra ley, mas no la indicada para el caso "• 

EL principio de legalidad gensra seguridad jur!dica pa­

ra los administrados, protegi~ndolos en contra de las arbi -

trariedades a que estarían expuestos si la Administración­

no estuviera ligada a normas jurídicas, y a la vez produce ~ 

firmeza en la actuación administrativa que sera conforme a -

los dictados de la ley, traduciéndose por tanto en una actua­

ción coherente. 

Es preciso señalar que 1~ acción admi~istrativa encuen­

tra en la ley su motor y su limite; su motor porque la nor -
~-----

ma jurídica distribuye las competencias, otorga a cada agen­

te el titulo que lo habilita para obrar, le asigna los obje­

tos que debe atender y le confiere, para ello, los poderes -

necesarios, y su limite, ya que la acción administrativa no­

puede contrariar a la ley. 

En tres aspectos o campos es en donde opera el princi-

pio de legalidad z 

I.- Cumplimiento, en la actuación administrativa, de las 

formas que determine la ley para cada caso. 

II.- Cumplimiento de las prescripciones de fondo de la ma-

teria señalada en la ley, esto es, que [a decisión adminis-

trativa sea conforme a la ley previamente dictadae 

III.- Respeto por el Órgano administrativo con facultades 

para dictar disposiciones que tengan naturaleza normativa, 
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al orden escalonado exigido por la jerarquía de la ley. 

Esta jerarquía determina, a su vez, la 1 egalidad que 

llamar!amos formal, de creac16n de las leyes J!nicamente por 

el órgano legislativo, con excepci6n dez 

nzx:cepción que establece el artículo 29 de la Consti­

tución". 

"La Ley dsl lo. de septiembre de 19~5, que faculto al 

Ejecutivo para legislar an todos los ramos de la Admrunistra­

ci6n pÚblica en cuanto fuese indispensable para la eficaz 

defensa del territorio nacional, de su soberanía y dignidad 

y pa¡-a el mant~nim:,ento de las instituciones fundamentales, 

por todo el t5 empo que durara el estado de guerra. 11 

11Las facu lta.des del Consejo Superior de Salubridad, 

contenidas en ~l artículo 73, fracción XVI de la Constitu 

c:!Ón 11 

11E1 artículo 11 transitorio de la ConstituciÓn" 

En relación. con el principio de legalidad han surgido-

dos posiciones: 

1.- L~ actividad de la administración se considera como 

ejecutora de la le.n ella Únlcamente cumple con la voluntad 

del precepto legislativo, en el que se estima comprendidas -

las necesidádes colectivas que deben satisfacerse para la ar­

mon{a de la vidr, soclal; esto es, el esquema de la ley com -

pren~ie exactamente lo que t;tene que realizar la administra ~ 

ción y la misión de ésta se reduce a la ejecuc16n mecánica­

de los actos que de t;ermj:na la regla general. Le esta prohi­

bido toda libertad de apreciación, tosla iniciativa. Su si -
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tuasión se encuentra vinculada a la ejecución precisa de 

las leyes. 

2da. La administraci6n tiene como finalidad esencial la -

satisfacción de necesidades o intereses pftblicos, y la ley 

sólo le proporciona el medio jurídico apto para conseguir un 

determinado resultado. Se sirve de las normas y procedimien­

tos jurídicos para la consecución de sus fines. 

Al respecto, consideramos que la actuación de la adminis­

tración se mueve dentro de una 6rbita predeterminada que es­

el Derecho, al que no puede infringir, bajo pena de incompe -

tencia o ilegalidad, pero sin olvidar la realidad social 

subyacente, en donde los intereses colectivos son dterminan­

tes, y hay que satisfacer, apartándose de un rigorismo legal, 

fri.o y sin vida., 

Además de observar dentro de la temática del Derecho 

ad~'Uinis traUvo la legalidad de la Administración, debemes te­

ner en cuenta qu<= en 1a actualidad el Estado ha tomado lnge -

rencia en la vida social, en la satisfacción del bienestar co­

mún, y así, tiene que conseguir un aumento de bEnes, prestaci~ 

nes y servicios , para que disfruten los ciudadanos da un re ~ 

parto m~s justo de bs mismoso 
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E) PROCEDilHENTO DE ACCION DIRECTA FRENTE AL REGIMEN DE -

SEPARACION DE PODERES, ARTICU.LOS 14 Yl7 CONSTITUCIONALES. 

El acto administrt\tiVo perfecto produce sus efectos a 

partir del momento en que ha quedado formado y una vez que se 

cumplan ciertos requisitos que las leyes pueden establecer 11.~~ 

:ra que el propio acto sea conocido, tales como los relativos < 

a la notificación mediante comunicación personal, o mediante -

publicación en algunas de las formas que las mismas leyes di~ .. 

ponen, 

Pero puede ocurrir, y esto principalmente cuando se tra­

ta de actos que imponen a los particulares alguna obligación -

que puedan afectar la esfera jurídica de los mismos particula­

!".0.3, que t:l acto no sea voluntariamente obedecido. Entonces 

surge el problema de cómo debe proceder el Poder pÚblLi.co para -

la ejecuciSn de sus resoluciones. 

Con objeto de comprender este problema convir.ne examina~ 

lo qua ocurre en las relaciones civiles cuando un particular­

pr;:~ende ejercitar sus derechos o exigir de otro particular el 

cumplimi¡;¡nto de sus obligaciones. 

El d¿recho común en este aspecto está dominado por la ne­

cesidad de evitar la anarquía social que resultaría si se per,. 

mi tiera que los par t.iculares pudiera¡¡ por medio de acciones di­

rectas proceder ~l ejercicio de sus derechos y ha establecido -

le. exigencia de que el Poder pÚbl;!.co se constituya ;:n interme­

diario para decidir con S\l autoridad y m6diante procedimien -

tos e.decUétdos, los conflictos (U€ surjan por falta de cumpli ,.. 

miento volun.ario de las obligacioHes civiles. 
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Es decir, el derecho común está dominado por el principio, e­

levado en nuestro r~gimen a la categoría de precepto.. consti­

tucional, ni ejercer violencia para reclamar su derecho {Art. 

17 Constitucional). De manera que serán los tribunales los -

intermediarios indispensables para que el particular ejercite 

sus der.:chos. 

Cuando se trata de resoluciones administrativas, la Admi­

nistración está capacitada para proceder en forma directa, es­

decir, sin intervención de los tribunales, a la ejecución de­

sus propias resoluciones. Según sl maestro Gabino Fraga, ~s­

ta posi bilida·d de acción directa constituye lo que en la doc .. -

trina se conoce con el nombre de carácter ejecutorio de las -­

resoluciones a&1inistrat1vas y s~ funda en la necesidad de que 

las _atribucione3 del Estado que la legislación postiva ordena, 

se realicen en f::>rma administrativa y no estén suj.:tas a tra­

bas y dilaciones que significarían la intervención de los tri­

bunales y el procedimiento judicial • Reposa además sobre la -

presunción de legitimidad de las resoluciones dictadas por los 

Órgan::;s del Estado dentro de la esfera de su competencia, pre­

sunción que a su vez se basa en la idea de que esos órganos -

son en realidad ins t.rumentos desint,resados c,ue normalmente -

sólo persiguen l<'< s·atisfacción de una necesidad colectiva den­

tro de los mandatos de las normas legales. 

En la jurisprudencia angloamericana la acción dirscta de 

la Administraci6n se considera como excepcional .Freund dice­

lo slguiente al respecto; 11La expresión de "poder sumario 11se 
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usa para designar el poder administrativo de aplicar coacciiSn 

o fuerza contra las personas o las propiedades a :fin de obte­

ner un propósito legal, .sin que tal acción se autorice po.r un 

mandamiento judicial." uEn jurisprudencia angloamericana, tal 

poder constituye una anomalía desde el momento en que normal­

mente la v!a de coacción se desarrolla a través de los tribu­

nales 11 
• (Administra ti ve powers o ver persons and property, -

pág. 196 ). Sin embargo, el mismo autor admite que ese poder 

sumario existe en extensión considerable dentro del sistema -

legal de los Estados Unidos, abarcando desde el. secuestro pro­

visional hasta la destrucciSn de la propiedad, y que tiene su 

campo de aplicación en materia de correos, de navegación,de ñu­

puestos ydel poder de policía. 

En nuestro sistema legal, la acción directa de la autori~ 

dad adminlstrati va pa1•a ejecutar sus propias resoluciones no 

puede admitirse lisa y llanamente, puss, a falta de una dispo­

sición constitucio~l que expresamente la reconozca, su proce­

dencia depender~ de la compatibilidad que guarde con el siste­

ma general de la Constituci6n y con algunos de su preceptos -­

especiales que aprententemente la rechazan. 

En efecto, el régimen constitucional de separación de -

Poderes puede ser un serio obstáculo para admitir el carácter 

ejecutorio de los actos admdnistrativos, ya que a primera vis­

ta la resistencia al cumplimiento de una obligación crea un -­

conflicto que debe someterse a la resolución del Poder Judi-­

cial= Sin embargo, esa aparente incompatibilidad no existe -

realmente, pues como lo ha sostenido un distinguido profesor -

de derecho constitucional, Kla doctrina (de separación de 
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Poderes ) no repres·enta otra cosa que una forma de distribuir 

entre los diversos órganos del Poder pÚblico las diversas ta­

reas encomendadas al Estado, y por lo tanto, el únco derecho 

· o garantía individual de los miembros de la soci.:dad consiste 

en que la distribución de las funciones se haga por las leyes 

constitutivast de tal suerte que las autoridades tengan bien 

defi~das las esferas de su competencia y obren solamente den­

tro de ella, sin invadir atribuciones encargadas a otras ra­

mas del Poder." (Bassols, La nueva ley agraria, p~g. 81) 

Por ¡o que concl~e el mismo autor que la única cuestión 

por dilucidar en cada caso es la de saber a qué autoridad le -

encargó la ley constitutiva una función determinada, y resuel-

to este punto, deja de intervenir toda idea relativa a supues­

tos derechos privados de la división de Poderes~ En resumen -

se trata únicamente de interpr~tar los textos constitucionales 

para saber quién es competente conforme a ellos"e 

Por otra parte, esa misma resoluci6n es la que deriva del 

articulo 16 constitucional, puesto que al referirse a que na­

die puede ser molestado en su persona ni en sus bienes, sino -

mediante orden de autoridad competente, se está refiriendo a -

la competencht que constitucionalmente se ha atribuído a cada 

uno de los Poderes, de donde resulta que el problema queda re-
, 

ducido a determinar si la facultad de que se trata as¡;;!í o no 

dentro de la esfera de acción atribuída al Podar Ejecutivo& 

Analizando el artículo 17 veremos que consiste en la a-

firmac~~ón de que como niP.gu.na persona pui>de hacerse justicia 

por sí misma ni eJercer violencia para r¿cla~r su derecho,la 

Administraci~n, lo mismo que los particulares, no puede usar 

de la coacción para llevar adelante sus pr0pias resoluciones9 
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Este a~gumento ha smdo ya destruido desde hace tiempo cuando 

Igv~aio Vallarta lo estudiÓ en relación con la constituciona-

lidad de la facultad acon6mico~coactiva. En asa ocasión se ex= 

presó en estos términos: "Llamar violencia al ejercicio de las 

atribuciones que la ~Y concede a las autoridades, es sublevar­

se de tal modo, no ya contra toda noción jurídica, sino con ~ 

tra las simples indicaciones del buen sentido, que ~l qpmo 

doctrina esa réplica llegara a esta~cerse, sería s6lo sobre 

las ruinas del orden soci.al ••• Y para contestar directamente 

la objeci6n se puede décir que la jurisprudencia no tolera -

que como vruolancia se repute el apremio que una autoridad em­

Plea en los términos de la ley para hacar cumplir sus manda -

tos, porque la violencia está precisamente caracterizada -

por una idea contraria del todo a esa falsa noción. Una an-

tigua ley espai1ola la de:fins asü "Cosa que es fecha a otro 

tort1c:l.eramente de que no se puede ampara al que la recibe 11 

(ley la. tít. 10, part 7), y todas lss legislaciones han 

considerado como esencial elemento de la ~lencia, la in ~~ 

justicia, la falt~ de derecho y el abuso de la fuerza del 

que la emplea. Suponer, pues, ~ue una autorldad haca violenci~ 

cuando obedece la ley, es todos los principios ••• " 

(Estudio sobre la constitucionalidad de la facultad económfu-

co-coactiva, 1885, pág. 151) & Por lo que deducimos que el 

artículo 17 constitucional .ao es un obstáculo para la acci6n 

directa de la Adm!nistracién. 

El argum<mto que de:~:i.va del articulo 1~ de la Constitu= 
.~ .• ~ •, ,-_,N 

ción se ha hecho consistlr en que ese precepto dispone .q.\le .::­

nadie puede ser privado de sus propiedades, posesiones o -

derachos sino por los tribuwles previamente establecidos;es 
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deeir, que es al Poder Judicial y no al Ejecutivo al que co­

rresponde intervenir cuando se trata de llevar a cabo aquella 

privación. De tal manera, que este precepto legal se opone -

al reconocimiento de la competencia de la Administración pa­

ra emplear la acci6n directa en ejecuci6n de sus propias re­

soluciones. 

Sin embargo, el argumento no as concluyente por vari-os 

conceptos. Uno, el de que los actos administrativos no son en 

todos los casos privativos de derechos de los particulares, y 

por lo mismo no reza respecto de ellos la prescripci6n consti­

_tucional. Otro, consiste en que hay casos en que la Constitu­

ción autoriza expresament~ al Poder Ejecutivo para hacer la -

ref'erida privación, que es lo que ocurre cuando establece el 

r€gimen de la expropiación por causa de utilidad pública, las 

dotacionas y re;,tituciones agrarias, la delimitación de terrª = 

nos comunal s, la revisi6n de concesiones que hayan traído por 

consecuencia el aca?aramiento de tierras, aguas y riquezas na­

tu~ales (art. 27); en casos de conflictos de trabajo (art.l23) 

en los de expulsión de extranjeros cuya permanencia en el pa!.s 

se Juzgue inconveniente {art. 33), y en los casos de salubri­

dad general en los que de una manera expresa se declara que -

la autoridad sanitaria será ejecutiva, lo cual no puede sig -

nifica:t• cosa dii'erente de que ·sus resoluciones podrán e,jecu­

tarse directamente por ella misma (arto 73. frac XVI). 

Estas U.mitaciones a la aplicación del artículo llf son 

por sf solas bastantes para dejar un amplb campo a la acci6n 

directa del Poder Administrativo en la ejecuci6n de sus pro­

pias resoluciohes; pero, adem~s, pueden agregarse otras ra -
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zones que consisten principalmente; a) en la carencia de fa-

cultades del Poder Judicial para intervenir no~maLmante en la 

eJecución de los actos administrativos; b) en la inutilidad de 

·la creació~ constitucional del Poder Ejecutivo si r~ puede lle­

var a cabo sus determinaciones m~s que por conducto del Poder­

Judicial. 

Efectivamente, dentro de la competencia del Poder Judi -

cial, su intervención en actos del Ejecutivo sólo tiene lugar 

en las controversias que se susciten; a) cuando violan garan­

tías individuales o invaden la soberanía de los Estados (Cons­

titución, Art. 103 ); b) cuando la Federación es parte (Cons­

titución, Art. lo4); y e) segán algunos autores, cuando verse 

sobre aplicación y cumplimiento de ieyes federales ( Consti -

tución Art. 104 frac~. I ) y en ninguno de ellos puede enea -

jarse la facultad de intervenir para ejecutar resoluciones 

administrat:l.vaa. El juicio de amparo, que es el procedimiento 

para el primer caso, no puede por su naturaleza concluir con 

un mandamiento de que se ejecuten dichas resoluciones," La com­

petencia én los casos en que la Federación es parte, ha queda­

do determinada jurisprudencialmente en el sentido de que ella 

se refierP. a las controversias diversas de las que surgen con 

motivo de la ejecución de resoluciones administrativas. Y fi­

nalmente, la facultad de dirimir las controversias que se su~ 

citen con motivo de aplicación de leyes rederales, aunque en­

nuestro concepto sólo puede rererirse a casos civiles o crimi-

nal.es, según los t~rminos de la ley, y no a casos adminis -

trativos, aún considerándola aplicable a éstos Últimos , ha-



(66} 

r!a necesaria , de acuerdo con autorizadas opiniones, una 

ley reglamentaria que nunca ha existido, lo que implicaría 

paralización de la actuación del Poder Administrativo hasta 

que ea ley se expidiera y hasta que ella pudiera considerar 

como controversia judicial la simple falta de voluntad de los 

particulares para cumplir una- resoluci5n administrativa. 

Por otra parte, constituye un argumento poderoso para 

reconocer al Ejecutivo competencia para la ejecución directa 

de sus actos, pues si se sostiene que sólo el ~oder Judicial 

puede intervenir en esa ejecución, seria como dbe el Lic. -­

Fraga letra muerta la facultad atribuída al Ejecutivo para -

ejecutar la ley y para proveer en la esfera administrativa 

a su exacta observancia. Esta tesis ha sido admitida por --

nuasd'Os tribunales. y ha sostenido que ;!Como el Escado lleva 

a cabo el cobro de impu·stos determinados por las leyes, no 

en uso de una facultad sometida al rlgim~n del derecho pri= 

vado, sino en ejercicio de- un conjunto de atribuciunes que -

las leyes fiscales reglamentan ~ que indiscutiblemente tiene 

el carácter de autoritarias, en cuanto que son manllifestacio­

nes claras de soberanía material del propio Estado, es no -

torio que dicho cobro de impuesto no tiene que hacerse Judi= 

cialmente, sino mediante disposici;:;nes ejecut:tvas y unilate­

rales, que si bien pueden ser sometidas a una revisión juri~­

diccional posterior a solicitud de los afectados, no requie­

ren tales disposiciones para su validez la sanción previa 

de les tribunalese 11 • (S. J. da la F. Tomo XXXIII,p<ig.2960) 

Todo ~sto, nos lleva a la conclusión de que en términos 

generales y desde el punto de vista constitucional es per~ec-
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tamente a.dmisihle el reco:~.oc1m1ento de la acción directa de 

la autoridad adm:inistra.t:!.va para ejecutar sus decisiones sin 

necesid3d de que interver~a la autoridad judicial, nuestro 

.régimen legal se ha resliistido· en principio a admitir l~· exis~ 

tencia de esa facultad, pues ha considerado, por una parte, 

que no es de la esencia del acto administrativo el que sea "' 

dictado y ejecutado por la llllr:sma autoridad, y por otra, que 

no hay inconveniente constitucional alguno sn que la ley se .. 

cundaria reglamentando alguna de las facultades del Poder Ju~ 

dbial (la consignada en la fracción I del artículo lol.¡., a que 

antes nos referimos ) encomiende a este Último el procedimien­

to de ejecución del acto administrativo.(50) 

Dada la interpretación anteriort recordemos que la facul­

tad de la Administración para ejecutar sus resoluciones sin -

int..::rvenci6n de n:l.ngún otro :poder, enctlentra su origen y .fun­

dameHto en e 1 artícuJ..o 89, fracc16n I de la Constit.uc:!.ón, ya -

que en ella se otorga al Ejecutivo la facultad de: ejecutar las 

leyes que expida el Congreso de la Onión y como esa ejecución 

se realiza por medio de los actos administrativos es natural .. 

que se entienda que el propio Poder es competente para imponer 

el cumplimiento de los mismos. 

(3'ü) Ga bino E! raga Derecho Administrativo pág.293. 
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F) FORHALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 

El artículo 1'+ constitucional la hace consis.tir en un 

juicio en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento, pero la interpretación posterior ha venido a 

establecer el principio de que el procedimiento administra -

tivo en el que se cumplan las formalidades esenciales es bas= 

tante para satisfacer las exigencias d.el precepto constitu -

cional. 

La doctrina constitucional en nuestro país ha definido 

con exactitud lo que debe entenderse por esas formalidades, -

esenciales. As_í el licenciado Basols, ex profesor de la clase 

de Garantías y Amparo en la Escuela Nacional de Jurisprudencia 

de la Universidad Nacional, dice lo siguiente en la introduc­

ción a la Nueva Ley Agraria, publicada el año 19273 En la é -

poca actual, en ~ue debemos constlerar definitivamente deshe­

ch&das tod~s las iruluencias sacramentale~, formalistas y re­

ligiosas en los procesos judiciales, no hay razón alguna para 

persistir en la tendencia de organizar los juicios sobre otras 

bases que no sean las que impone la razón y las que se deri -

van de la necesidad de lograr una administración Justa y ga -

rantizadora de que las ·leyes se aplicarán exactamente en los 

casos concretos que motiven la intervención del poder pÚbli­

co", y agrega que ese procedimiento, juicio dentro del sen -

tido de la garantía del articulo 1'+, reunirá en su desarro -

llo las formas esenciales del procedimiento si las leyes 

que lo organicen re6nen estos requisitos fundamentaleS$ lo. 

que el afectado tenga conocimiento de la iniciación del pro­

cedimiento, del contenido de la cuestión que va a delmtirse 
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y de las consecuencias que se producir~n en caso de prosperar 

la acción intentada yque se le d~ oportunidad de presentar -

de presentar sus defensas; 2o. que se organice un sistema de 

cc~probaei6n en forma tal que quien sostenga una cosa la de -

muestre , y quiin sostenga la contraria pueda también compro­

bar su veracidad. 3o. que cuando se agote la tramitación, se 

dé oportunidad a los interesados para presentar alegaciones, 

y 4o. por Último, que el procedimiento concluya con una reso­

luci6n que decida sobre las cuestiones debatidas y que, al -

mismo tiempo, fije la forma de cumplirse. 

La conclusi6n del procedimiento tendrá que ser el acto 

o la resolución administrativa expresa o presunta en caso de 

silencio de la autoridad respe~tiva, o bien el sobreseimien­

to por desistimiento o cualquier otra causao 

Dictada la resolución y deacuerdo con su naturaleza de 

be proceéierse a su ejecuci-6n voluntaria o forzada o bien ha­

cer una revisión_de ella ya de oficio o ya a petici6n de par­

te. 

Abriéndose asi nuevos procedimientos bien sea para la 

ejecuci6n, bien para la revisión administrativa del acto o -

bien finalmente para la revisi6n del mismo cuando habiendo 

adquiridv definitivamente el car~cter de orden administrati­

va, e 1 particular lo pueda impugnar por medio del contencio­

so-administrativo. 
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CONC:I.US!ONES 

I.- El Acto Admf•P~strativo es aquél por medio del cual se 

va a materializar la función administrativa, siendo di­

cha función, producto de la actividad del Estado y te -

niéndo como base dos aspectos esenciales; l). Su unilate­

ralidad y 2) La producción de efectos Jurfdicos. 

En cuanto a su unilateralidad el acto administrativo ~~­

plica el ejercicio por parte de los órganos de la admi­

nistración, esto es, su act:!.vidad manifiesta la expre 

sión de un obrar soberano que por su naturaleza contiene 

prerroga ti ''as las cuales no pueden ponerse en duda y lo 

hacen ejecutorio. Esas pren•ogat.iva.s son J.as quE dan t:or­

ma para satisfacer los intereses generales, por lo que se 

presumirá la lagi timidad del acto • 

.Por otra parte, la producci6n de efectos jurídicos cum,.-~ 

plen su funci6n dentro del derecho, puesto que creant mo­

difican o extinguen relaciones jurídicas, sus efectos 

subjetivos serán concretos, y de alcance individual, ya -

que de lo contrario, estaríamos en prel:enoia de un acto -

legislativo y no administrativo. Siendo ~sicamente la 

realización de las tareas administrativas lo importante. 

TI.- Para considerar un acto administra:l;ivo perfecto deberti 

cumplir con todos los elementos y requisitos para su 

f"ormaci6n , para poder as! adquirir fuerza obligatoria -

y gozar de legitimidad. 
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Los elementos del·acto admin:l.stx•ativo son 
. ~ A) Sujeto 

B) Vol{!ntad 

C) ObJeto 

D) Motivo 

E) Finalidad 

F) Forma 

G) Oportunidad y M~rito • 

Entendiéndose al Sujeto, como al Órgano con la competen­

da y facultades propias de su investidura, con el poder 

público suficiente para actuar como titular de la fun -

ción adlllinistrativa.. 

La Voluntad, se traducirá en el deseo del sujeto admi -

nistrativo de prouucir consecuencias de derecho, dentro 

de su competencia teniéndo como base tr¿s fases; deter­

minación, declaración y eJecución. Tratando de ejeíripli -

ficar observemos que en primer término se conoce la ne .;; 

cesldad pÚblica y los medios idónees para satisfacerla • 

para determinar la conducta que se debe seguir,posta~ior­

mente se exterioriza haci~ndose ~$1ble a·trav~s de una ~­

declaración y despu~s se satisface con la 0jecuci6n del 

mismo. 

En cuanto al objeto, es la sustancia del acto administra• 

tivo. El resultado pr~ctico que el órgano se propone cói:1:. 

~egu!r. Debiéndo ser siempre posible) licito y determina= 

ble. 

Su motivo será, el anteceJente de hecho o derecho que -
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provoque o funde sus -realiz.adones, en virtud de las cua­

les se exterioriza el acto. 

Su Finalidad ssrá la utilidad o el interés público con ~ 

tenido en la ley, nunca otro fin distinto que aquel ~on­

creto que la naturaleza y condicion¿s del acto imponen -

porque aún cuando el acto sea correcto en apariencia, -

si la administraci6n no persigue el fin que es debido, -

la doctrina s_eñala que e 1 acto adolece del vicio de 11Des­

vio de Poder 11 cre<bdos e as:í, un a bus o de mandato o de 

Derecho. 

En relación o la forma será la materiali~aciÓn del acto -

administrativo, el modo de expresión de la declaración 

~ormada, es cuando el acto se convierte en físico y obje­

tivo. 

Para finalizar diremos que la Oportunidad y el mérito vie~ 

ne a Ser la adecuación de medios para lograr los fines pu­

blicos que el acto quiere lograr. 

Una vez reunidos sus elementos y requisitos se presumirá 

un acto administrativo como válido, mientras no llegue a 

declararse por autoridad competente lo contrario, por lo -

que se le considerará como presunción iuris tantumo Impo­

niéndose a su vez con una fuerza obligatoria, para saber 

su trascendencia en la situación de los particulares a -

quienes pudiera afectar, ya que como sabemos su efecto -

consistirá en generar, modificar o extinguir una situa -

ción jurídica individual o condicionar para un caso par­

ticular el nacimiento , modificación o extinción de una 

relación. 
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Lo$ actos administrativos podrin clasificarse en, actos 

que amplían o restringen la esfera jur!dica de los 

cula:res y actos que se lim:ttan a hacer constar un estado 

de hecho o de derechoe 

IIIo- En la actualidad se investigan los principios del proce­

dimiento administrativo y los ordenamientos constitucio­

nales de nuestra ley fundamental le dan a la cues ti6n un 

variado tratamiento. 

La Administración pretende dictar sus actos conforme a ~ 

Derecho, en juridizar su actuar en bene:ficio de su propio 

prestigio, así como para obtenex· la mayor efiéiencia. 

Por su parte los admlnistrados quieren estar garantizados 

contra las a1•bitrariedades que pudiese com 'eter la Admi­

nistraci6n en la ejecución de sus actos. 

Es por eso que en mi trabajo hago un análisis de las ga­

rant:fas constitucionales consagradas en los a:..~t!culos 14 

y 16 respecto al p:rocedilüEnto para realiz~r el acto ad .. 

ministrativo. Árt. 14 1~adie podrá ser privado de la vi­

da, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o de­

rechos, sino mediante j u:i.cio seguido ante los tribunal es­

previamente estab1€c:1dos, en el qua se las forma-

lidades esenciales del ;>rocedimiento y conforme a las le'" 

yss expedidas con antsr:l.oridad al hecho. ti 

Observemos que las form'llidades · deben <lstar 

das fundamentalmente por la po~übilide.d de aducl.r una de-

c:tón conforme a la ley, recordemos que privar dif! la ~-·~ 
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garantía de audienaia, equivale a no permitir al intere= 

sado hacerse o!r y entender,antes de tenar que obedecer. 

Por otra parte, el Art. 16 de nuestra Carta J.tagna esta -

blece: 11Nadie puede ser moletado en su persona, familia, 

domicilio, papeles o posesiones, sino en vir·tud de man­

damiento escrito de la autoridad competente, que funde 

y motive la causa legal del procedimiento. '1 _Es deci:t• 

que la motivacién consistirá en la exposición de las 

razones que. han movido a la administración a tomar el 

acuerdo en que el acto consistirás 

Sin eml:rar.go , la doctrina y la jurisprudencia han reco­

nocido dos excepciones en las que, a pesar de existir­

una prtvaci6n de propiedad, se ha considerado que no es 

necesario el juid.o previo a que alude el articülo 11+., 

Tales excepciones ser~n las relativas a la expropiación 

por causa de utilidad pública y al ejercicio de la facul­

tad económico-coactiva. 

IV.- En cuanto al procedimiento administrativo adoptado por 

nuestra legislación, consiste en organizar ,,rocedimientos 

especiales adecuados al acto que ha de realizarse, sepa­

rándose del proceso judicial ordinarioe Reconociéndose 

así que el procedimi•mto tldmin:i.strativo para ser 6til y 

eficaz debe ser :!.mpusto por los objet.ivos especiales de 

la actividad admi~tstrativa. 

espec:tales 

mo ejemplo los establecidos para la detarm:l.nación de ere~· 

di tos f'iscalas, para fijar obligac1ones tributarias, 



N n e 1. 6 n ( fl 4: u H s 1 r~11 na s , t 1 E r r a s ) o de :; E l' v J e 1 os 1HÍ b ll e os , 

(vfas c_le com\~ni.caciÓ:1, trn11:1portes, iln~~rgla e1éct1~1ea, ~ .. 

e te). 

dad adrninlstruL~va para ejecutar sus propias resoluc1o-

nes no puede. r.l\m.itlrse lisa y llan.;~ment6} pues, a falta .... 

de un::, d1spos.1c16n consLtlucionnl que: expr·esame:ntE Ia re~ 

e onozcu 1 su pro e edeneiH de iJC nde rr..~ de le. ~~omph ti bi l ídad -

que gu:.n1e con el sistema generHl de la Cons t:Ltuci6n y -

con nlgun(~~ ~E sus preceptos especli~l2s qlle aparenteme:~ 

te l.o r2cha::·:1n. 

cj_c.)n se }1;~ !:echo cons.istir en c~ue e5e preeepto dlspone-

es decJ.r) Ed Po.Jr.;r Judictal. y no ol EJecutivo al que co 

rresponde lr1!.-:rvt.:n.i2 cua.tKlo se t1·att ele ~.levar a cnl::..J a* ... 

qut~lla p~'Jv:lción1 De GiV.nEra 1 que éste prt=cept,o legal SE o­

pone el rcconoc~lnLltnto de la eompet2ncJa de la Ad1ninJstea..., 

c16n para em?lcur 1~ acción dir~cta en ejecuc16n de sus -

propias resoluciones. Sin embargo 110 sj_anJpre es así, pues-

to que no siEnipre es privativo de deJ·ecJ1oS de pB1'ticul_ai·es 

y por otra parte, hay casos en que la propia Const1tuc16n 

attLoJ~izu expresun,ente al Poder Ejecutivo para t1acer algu-

na pr:Lv<tc1Ón 1 qne es lo que oc.urre cuan1lo e !3 t. a blece el 

ré~:twen de tXp1.·opií1c:1.6n po1· call~ia <le tlt .. t1·1dnd j)t:Íbllc.:a 1 
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las dot:acl.ones y .r·t;st.lt.uelont:J agrBr1asJ la dc-:!11.raltr..,--

c1(Sn dr~ terrenos comunnJes 1 J.a revJs.ión de coneesioih!S 

que haya traído por- con!ir2 euEnt~la el Heapnraru1.€nto de 

tierras, aguas y riquezas nn.tuJ•Ltles (art~ 27); un los­

casos de confl-.t.::~tos de tr~a bajo (art .. 123); en la expul-

slón dG exLranJ, ros cuyét permanendil juzgue perniciosa ·· 

(art~ 33) etc, 

la facultad de la Adm1nistrac16n para eje-

cutar sus rescli.lciones sin lnt.ervención de tüngt~n oLro -

Poder encuentra su origen y rur~bmento en el articulo -

39, fracción I de la Con:>t.H,ucic',n, ya quG en ella se­

otorga al Ejecutivo la facultad de EJecutar las leyes -

que expida el Congreso J¿ lo Unión y como esa ejecucidn 

se re:,li¿a por· medio de l.oD actos Hciminl.!;Lr;;t;ivos es n:;­

tural que se entienda qut.: ~l prop:o Pod2r es coGlpetear .. e 

para irnponc:r el cumplimi.ento d<3 los m.lsmos, 
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